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El presente trabajo de investigación tiene como objetivo determinar cuál es el nivel de 
aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso 
inmediato en los delitos de Omisión a la Asistencia Familiar del Juzgado de Investigación 
Preparatoria de Tarapoto, 2017. Ahora bien, el tipo de investigación desarrollada es básica, 
el nivel es descriptivo y el diseño de investigación es no experimental - descriptivo simple, 
asimismo la muestra de estudio estuvo conformada por 66 expedientes de proceso inmediato 
en delitos de Omisión de Asistencia Familiar, habiendo empleado la técnica muestral de 
muestreo aleatorio simple; para la recolección de datos se empleó la técnica de la 
observación documentaria y como instrumento la lista de cotejo. Luego de haber 
sistematizado y analizado los resultados obtenidos, se ha determinado que el 30% de los 
casos presentan un nivel deficiente de aplicación del principio de celeridad, el 70% presentan 
un nivel regular de aplicación del principio de celeridad, y ningunos de los casos presentan 
un nivel adecuado. Confirmándose la hipótesis planteada de que el nivel de aplicación del 
principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso inmediato en los 
delitos de Omisión a la Asistencia Familiar del Juzgado de Investigación Preparatoria de 
Tarapoto es regular. 
 
Palabras clave: Principio de celeridad, proceso inmediato, omisión de asistencia familiar, 








The purpose of this investigation is to determine the level of application of the principle of 
speed in the development of the stage of initiation to immediate proceedings in the crimes 
of Omission to Family Assistance of the Court of Preparatory Investigation of Tarapoto, 
2017. Now, the type of research developed is basic, the level is descriptive and the research 
design is non-experimental - simple descriptive, also the study sample was made up of 66 
records of immediate process in Family Assistance Omission offenses, having used the 
simple random sampling technique; For the data collection the documentary observation 
technique was used and as an instrument the checklist. After having systematized and 
analyzed the results, it has been determined that 30% of the cases have a poor level of 
application of the principle of speed, 70% have a regular level of application of the principle 
of speed, and none of the cases They have an adequate level. Confirming the hypothesis that 
the level of application of the principle of speed in the development of the stage of opening 
to immediate process in the crimes of Omission to Family Assistance of the Court of 
Preparatory Investigation of Tarapoto is regular. 
 
Keywords: Principle of speed, immediate process, omission of family assistance, criminal 





En aquellos países adheridos al sistema de enjuiciamiento penal euro-continental, como lo 
son España, Portugal, Alemania y otros, así como en los países latinoamericanos, que al 
igual que el nuestro, han recibido dicho modelo, se ha apreciado en estos últimos años una 
creciente política para el aceleramiento y simplificación del proceso penal, el mismo que ha 
tenido como objetivo, por una parte, dar atención a la exigencia del respeto del derecho a un 
proceso sin dilaciones indebidas y por otra parte, otorgar una mayor eficacia en la resolución 
de los conflictos derivados de delito. (Espinoza, 2004). En tal sentido la idea de acortar 
plazos es favorecer la tutela judicial efectiva tanto para el imputado como para la víctima. 
 
En el caso de nuestro país, “con el fin de dar mayor celeridad y eficacia a la resolución de 
un proceso penal, en consonancia con los principios de celeridad y economía procesal, se 
introduce el llamado proceso inmediato” (Rosas, 2015, p. 559), el cual es un proceso penal 
especial en el que se obvia la etapa de investigación preparatoria e intermedia, y se aplica 
en determinados supuestos que prevé la norma cuya finalidad es que el proceso penal 
termine en un corto tiempo. En este sentido, el proceso inmediato es como señala Bazalar 
(2016) “un espacio idóneo para encontrar una justicia real, para absolver o condenar, pero 
siempre de manera célere frente a determinados supuestos que por su apremio y 
acredibilidad no puede esperar los largos plazos del proceso penal ordinario” (p. 432), 
advirtiéndose que la características fundamental del proceso inmediato es la celeridad, tal 
como así lo establece el último párrafo del artículo 448° del Código Procesal Penal, en que 
se deja por sentado que la naturaleza jurídica del proceso inmediato es la celeridad. 
 
En tal sentido el principio de celeridad es un principio de derecho procesal que exige que 
los actos procesales se lleven a cabo durante todo el proceso de una forma rápida y ágil con 
la finalidad de que este se termine dentro del menor tiempo posible, logrando de esta manera 
brindar una respuesta oportuna a los justiciables, por lo que este principio es realmente 
importante y no un simple concepto abstracto, ya que se encuentra al servicio de la justicia, 
la cual se alcanza siempre y cuando el conflicto se resuelva en un tiempo corto, 
restableciéndose de esa forma la paz social y resarciendo oportunamente el agravio sufrido 
por la víctima, por lo que es importante resaltar que justicia tardía no es justicia. 
 
Mediante la publicación del D. Leg. N° 1194 de fecha 30 de agosto del año 2015, se 
restructuró sustancialmente el proceso inmediato, con la finalidad de hacerlo más expedito 
y garantizar su adecuada aplicación por parte de los órganos de administración de justicia, 
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reforma que según el Informe 2017-I de la Unidad del Equipo Técnico Institucional de 
Implementación del Código Procesal Penal del Poder Judicial (ETI-CPP) ha permitido que 
en los delitos de flagrancia se reafirme su plena vigencia y efectividad en el juzgamiento y 
la descarga de procesos penales a cargo del Poder Judicial, logrando que los procesos 
demoren días e incluso solo horas, cualidad importante y notoria ante los justiciables que 
ven en el proceso inmediato como al fin tienen acceso a la justicia de forma eficaz y oportuna 
y finalmente la víctima ve resarcido el daño ocasionado de forma inmediata y oportuna. 
 
Sin embargo, se ha verificado que en otros supuestos de aplicación, diferentes a la flagrancia, 
como en los delitos de Omisión a la Asistencia Familiar, los procesos inmediatos no se 
estarían desarrollando de forma célere, así por ejemplo Saca (2017), en su estudio sobre la 
aplicación del proceso inmediato con la modificatoria del D. Leg. N° 1194 en el Distrito 
Judicial del Santa ha concluido que si bien en los casos de flagrancia si existió celeridad 
procesal en la resolución de los casos, sin embargo en los delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar no existió una pronta decisión en los procesos; de igual forma, Velásquez (2017), 
en su estudio sobre proceso inmediato y celeridad procesal en el Distrito Judicial del Cusco 
ha concluido que en los delitos de Omisión a la Asistencia Familiar no vienen cumpliendo 
los plazos, y que la reforma procesal penal no cumple con su finalidad que es generar 
celeridad procesal. 
 
Es de precisar que, la doctrina peruana recoge un informe del INEI, donde se verifica que, 
después del delito de conducción de vehículo en estado de ebriedad, el delito de Omisión a 
la Asistencia Familiar es el de mayor frecuencia (Salas, 2016, p. 172); por lo que este delito 
constituye un peligro permanente para la familia, y uno de los problemas estructurales que 
afronta nuestra sociedad peruana; y su incorporación como uno de los supuestos para la 
aplicación del proceso inmediato, como señala Peña (2018) tendría como fin el “dar un 
corrector procesal para que se actúe con celeridad, ante una conflictividad que merece ser 
resuelta de forma rápida, en cuanto a la imposición de una sentencia de condena al agente 
culpable, o de propiciar salidas alternativas” (p. 261), de esta forma, precisa dicho autor, ver 
colmadas rápidamente las legítimas demandas alimenticias de la víctima. 
 
En el caso de nuestra localidad de San Martín se advierte que tampoco sería ajeno al 
problema de la inobservancia del principio de celeridad en el trámite del proceso inmediato 
de casos de Omisión a la Asistencia Familiar. Así López (2017) en su estudio sobre la 
incidencia de la aplicación del proceso inmediato en la celeridad de los procesos por delitos 
de omisión a la asistencia familia en el Distrito de Bellavista, al realizar un análisis 
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comparativo entre casos con aplicación del proceso inmediato y casos en los que no se 
aplicó, llegó a la conclusión de que no se evidencia diferencia significativa entre el antes y 
el después, además que en los casos con aplicación del proceso inmediato se evidenció que 
ninguno de los casos estudiados fueron resueltos dentro del tiempo establecido, esto es de 
forma célere; situación que estaría repitiéndose en otros juzgados de la región San Martín, 
entre estos el Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto. 
 
En tal sentido, teniendo en cuenta que la característica fundamental del proceso inmediato 
es justamente su naturaleza célere, así como la importancia de la aplicación de este principio, 
y los beneficios de tramitar los casos de Omisión a la Asistencia Familiar mediante ese 
proceso especial; se hace necesario averiguar a partir del análisis de casos en concreto, cómo 
es en la realidad la aplicación del principio de celeridad en el desarrollo del proceso 
inmediato, específicamente en los casos de Omisión a la Asistencia Familiar, y siendo que 
el proceso inmediato se desarrolla en dos etapas; ante la problemática expuesta se ha 
formulamos la siguiente interrogante: ¿Cómo es la aplicación del principio de celeridad en 
el desarrollo de la etapa de incoación a proceso inmediato en los delitos de Omisión a la 
Asistencia Familiar del Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto, 2017?  
 
El objetivo principal que motivó a desentrañar dicha interrogante fue la siguiente: 
Determinar el nivel de aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de 
incoación a proceso inmediato en los delitos de Omisión a la Asistencia Familiar del Juzgado 
de Investigación Preparatoria de Tarapoto, 2017; por lo cual se planteó los siguientes 
objetivos específicos:  
a) Analizar el factor humano en la aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de 
la etapa de incoación a proceso inmediato en los delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar ingresados al Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto. 
b) Analizar el cumplimiento de la inaplazabilidad de la audiencia en el desarrollo de la etapa 
de incoación a proceso inmediato en los delitos de Omisión a la Asistencia Familiar 
ingresados al Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto. 
c) Analizar el factor logístico en la aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de 
la etapa de incoación a proceso inmediato en los delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar ingresados al Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto; y. 
d) Establecer el nivel significativo de aplicación del principio de celeridad en el desarrollo 
de la etapa de incoación a proceso inmediato en los delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar del Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto, 2017. 
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Además, se proyectó la siguiente hipótesis: El nivel de aplicación del principio de celeridad 
en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso inmediato en los delitos de Omisión a la 
Asistencia Familiar del Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto, es regular. 
 
Las limitaciones que se presentaron para el desarrollo del presente trabajo de investigación 
únicamente se presentaron al desarrollar el tema de la inaplazabilidad de la audiencia, debido 
a que son pocos los autores que lo desarrollan. Asimismo, se destaca la importancia de esta 
investigación fundamentalmente por lo siguiente:   
i) Presenta aspectos doctrinarios importante sobre el principio de celeridad y el proceso 
inmediato en forma ordenada y detallada que constituyen aportaciones interesantes, 
mismas que servirán como antecedentes o referentes disponibles para auxiliar a otras 
investigaciones. 
ii) Los resultados obtenidos han sido en base a la observación y análisis de casos concreto, 
y no en base a opiniones subjetivas; y, 
iii) Porque los resultados obtenidos al ejecutar la presente investigación, proporcionan  a las  
autoridades  del Gobierno Peruano y de los Órganos de Administración de Justicia,  la 
realidad sobre el nivel de aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa 
de incoación a proceso inmediato, específicamente en los delitos de Omisión a la 
Asistencia Familiar, para que en base a ello disponga la ejecución de acciones que 
permitan mejorar y establecer una adecuada aplicación del principio de celeridad. 
 
El presente trabajo de investigación consta de 3 capítulos. El Primer Capítulo, trata sobre la 
indagación de una gran gama de información de la revisión bibliográfica respecto al 
problema de la investigación, así como de los antecedentes de la investigación, y la 
definición de términos básicos.  
 
El Segundo Capítulo, versa sobre los Materiales y Métodos utilizados; a su vez se menciona 
el tipo, nivel de investigación y la presentación del diseño. Además, se manifiesta sobre la 
técnica e instrumento de recolección y sobre el procesamiento y análisis de datos. 
 
El Tercer Capítulo, trata sobre: los resultados de la investigación, interpretación de cuadros, 
tablas estadísticas; además de la discusión, conclusiones y recomendaciones. Por lo que es 





1.1. Antecedentes de la investigación. 
 
1.1.1. Antecedentes internacionales. 
En la búsqueda de antecedentes de trabajos de investigación que se han desarrollado en otros 
países, se ha encontrado lo siguiente: 
 
Espinoza (2016) en el estudio titulado: El procedimiento simplificado en el delito de 
negación de asistencia económica. Tesis para obtener el Grado de Magister en Derecho 
Penal en la Universidad San Carlos de Guatemala, en la cual concluye en lo siguiente: El 
propósito del procedimiento simplificado es resolver en el menor tiempo posible el conflicto 
de intereses entre víctima y acusado, ya que no tiene fase preparatoria. No se viola el derecho 
de defensa, disminuye el plazo de la prisión preventiva, y desde un punto de vista práctico 
durante la tramitación del procedimiento se pueden aplicar cuando procedan métodos 
alternativos de resolución de conflictos, además que  (…) los funcionarios de justicia penal 
del departamento de Suchitepéquez conocen el procedimiento simplificado, pero la fiscalía, 
que es el órgano encargado de presentar la acusación o formulación de cargos por esta vía, 
aun teniendo una unidad encargada de hacerlo, no lo aplicó durante los años 2012 al 2013, 
para el delito de negación de asistencia económica, por falta de coordinación dentro de dicha 
institución. 
 
Garrido (2016) en la investigación titulada: La aplicación de los principios de economía y 
celeridad procesal en el COGEP. Tesis para obtener el título de Abogado de los Tribunales 
y Juzgado de la República  en la Universidad de Chimborazo – Ecuador; en la cual concluye 
en lo siguiente: Que el principio de celeridad estimula positivamente a la correcta 
aplicabilidad del Código Orgánico General de Procesos, debido a que los trámites que se 
instauran son de más rápida tramitación, asimismo que el Código Orgánico General de 
Procesos influye positivamente en la economía del proceso, ya que mejora el despacho en 
diversos trámites, mejorando así los tiempos y las diligencias que se realizan, hecho que 
contribuye al Estado y al soberano. 
 
Vela (2015) en la investigación titulada: Análisis jurídico de la aplicación del procedimiento 
simplificado en el Proceso Penal Guatemalteco, desarrollado en la Universidad Rafael 
Landívar, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales – Guatemala; el autor tuvo como 
objetivo principal analizar la aplicación del procedimiento simplificado en el proceso penal 
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Guatemalteco, concluyendo que para que proceda el procedimiento simplificado tiene que 
darse los requisitos que establezca la ley, y debe de haber consentimiento por parte del 
sindicado de someterse a este, además que el Ministerio Público debe de solicitarlo al órgano 
jurisdiccional competente una vez que cuente con todos los medios de prueba necesarios 
para continuar con el proceso. Asimismo, que existe poca información acerca del 
procedimiento simplificado, sin embargo, se puede establecer que es un mecanismo 
alternativo para reducir costos, así como reducir recursos humanos al no existir una etapa de 
investigación preparatoria y no necesitar de una investigación complementaria. 
 
Castellanos (2009) en la tesis titulada: La imprescriptibilidad del delito de negación de 
asistencia económica como consecuencia de la naturaleza de la obligación de la prestación 
de alimentos. Desarrollada en Guatemala, en la Universidad de San Carlos de Guatemala, 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, investigación social que concluye que el derecho 
de alimentos es una obligación que es intrínseca de la persona humana, desde el momento 
de su concepción y su posterior nacimiento; el Estado dentro de sus deberes fundamentales 
que la Constitución Política de la República establece tiene la obligación de proteger a la 
persona brindándole seguridad y bienestar social, siendo la Constitución de la república de 
Guatemala, la que regula dentro de los derechos sociales humanos, la protección a la familia 
y dentro de su articulado se establece que la negativa a prestar alimentos es punible, esto se 
debe a que el derecho de alimentos es inherente a toda persona humana, por lo cual siendo 
un derecho personal es imprescriptible. Concluye además que el delito de negación de 
asistencia económica, es consecuencia de no hacer efectivo el pago de la obligación principal 
como lo son las pensiones alimenticias, siendo tal obligación imprescriptible, por lo tanto, 
el delito de negación de asistencia económica no debe de prescribir. 
 
1.1.2. Antecedentes nacionales. 
En la búsqueda de antecedentes de trabajos de investigación que se ha desarrollado en el 
Perú, se ha encontrado sustancialmente los siguientes: 
 
Velásquez, (2017) en la investigación titulada: Proceso inmediato y celeridad procesal en el 
Distrito Judicial del Cusco – sede central. Tesis para optar el título profesional de abogado 
en la Universidad Andina del Cusco; en la cual concluye en lo siguiente: Que referente al 
cumplimiento de los plazos dispuestos por el proceso inmediato, se evidenció que tanto el 
2° y 7° Juzgados de Investigación Preparatoria como el 1° Juzgado Unipersonal OAF y 
CEED no vienen cumpliendo los plazos establecidos por el Código Procesal Penal, 
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asimismo que se aprecia que la reforma del proceso inmediato no cumple su finalidad en el 
Distrito Judicial del Cusco, la cual es generar celeridad procesal, y también que en el Distrito 
Judicial del Cusco no se encuentra preparado para aplicar correctamente el proceso 
inmediato, debido a que no cuenta con la logística, ni con personal capacitado para cumplir 
esta función de manera idónea. 
 
Gutiérrez, (2017) en la investigación titulada: Estado de los procesos en delito de Omisión 
a la Asistencia Familiar frente al Nuevo Código Procesal Penal y el Código de 
Procedimientos Penales en el Distrito Judicial de Ica. Tesis para optar el título profesional 
de Abogado en la Universidad de Huánuco, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas; en la 
cual tuvo como resultados que los niveles de eficacia de las sentencias en los procesos por 
Omisión a la Asistencia Familiar con el Código Procesal Penal en el Distrito Judicial de Ica, 
son las siguientes: 50% de las sentencias son muy eficaces lo cual han logrado en corto 
tiempo el cumplimiento de las pensiones devengadas, 39% son eficaces las cuales en un 
plazo razonable se ha logrado el pago de las pensiones devengadas, los otro 11% de las 
sentencias son poco eficaces; llegando a la siguiente conclusión general que la aplicación 
del Nuevo Código Procesal Penal en el proceso del delito de Omisión a la Asistencia 
Familiar ofrece las siguientes ventajas: Se puede aplicar un mecanismo alternativo de 
solución como es la aplicación de principio de oportunidad, en el cual el imputado (padre 
deudor) tiene la oportunidad de acogerse a este mecanismo de solución, evitando así un 
posible juicio y posteriormente una sentencia. Otra de las ventajas es, la aplicación de la 
incoación al proceso inmediato con el cual el proceso en estos delitos se hace más célere.  
 
Saca (2017) en la tesis titulada: La aplicación del proceso inmediato regulado en el Código 
Procesal Penal con la modificatoria del decreto legislativo N° 1194 en el Distrito Judicial 
del Santa-2016. Tesis para optar el título profesional de Abogado en la Universidad César 
Vallejo; en la cual concluye en lo siguiente: Que de los expedientes judiciales se advierte  
que los operadores jurídicos han cumplido pero de forma parcial con los plazos que la norma 
estipula; ya que en los casos de flagrancia delictiva, si existió celeridad procesal en la 
resolución de los casos, ya que estos proceso culminaron aproximadamente en 48 a 72 horas, 
debido a que se utilizó una salida alternativa; sin embargo, en los casos por delito de Omisión 
a la Asistencia Familiar y también de conducción en estado de ebriedad no existió una pronta 
decisión en los procesos, esto debido a la sobre carga procesal de los Juzgados de Flagrancia, 
habiendo evidenciado que las fechas para la realización de las audiencias son tardías y 
extemporáneas, situación que genera que no exista esa celeridad y justicia oportuna que la 
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sociedad espera; además concluye que debe  reforzarse las formas de notificación se vienen 
empleando, para poder generar una mayor rapidez en los procesos, como son casilla 
electrónica, vía correo, videoconferencias y las vías telefónicas. 
 
Huayanay, Pino & Rivera (2016) en la tesis titulada: La aplicación del proceso inmediato 
en el delito de conducción de vehículo en estado de ebriedad, en el distrito de Huánuco, 
2015-2016. Tesis para optar el título profesional de Abogado en la Universidad Nacional 
Hermilio Valdizán, en la cual concluye en lo siguiente: Que la aplicación del proceso 
inmediato influye significativamente en la carga procesal en los delitos de conducción de 
vehículo motorizado en estado de ebriedad, en el distrito de Huánuco – 2015 -2016, pero se 
requiere que la norma procesal sobre proceso inmediato sea aplicada de manera obligatoria 
en Huánuco, teniendo como finalidad que estos casos sean resueltos con celeridad y en el 
tiempo oportuno, pues se simplifican los trámites o procedimientos logrando un sentencia 
rápida, y con ello la descongestión de la carga procesal, pues existe una alta incidencia de 
estos delitos. Además concluye que existe un alto porcentaje de audiencias de proceso 
inmediato tuvieron que ser frustradas, (44.4% en el 2015 y el 33.3% en el 2016), por ende 
éstas tuvieron que reprogramarse, por otro lado se aprecia que durante las audiencias no 
todas las sentencias fueron dictadas de manera oportuna, ya que el 11.1% tanto en el 2015 y 
2016 fueron reprogramadas, asimismo que existe un alto índice de casos que fueron 
archivados provisionalmente, por efecto que los procesados fueron declarados ausentes o 
contumaces. Además, evidencia que existen deficiencias operativas en la aplicación de 
proceso inmediato, como es la falta de una cantidad suficiente de jueces y especialistas de 
causas y audiencias que puedan atender los procesos inmediatos, entre ellos por el delito de 
conducción de vehículo en estado de ebriedad, las constantes reprogramaciones de 
audiencias y falta de medios logísticos impiden que los casos sometidos a procesos 
inmediatos sean resueltos conforme a ley. 
 
Navarro (2014) en la investigación titulada: Incumplimiento del Deber Alimentario hacia 
niños, niñas y adolescentes. Tesis para optar el Grado Académico de Magister en Política 
Social con mención en Promoción de la Infancia, concluye que en el marco legal que regula 
el tema de los alimentos abarca el derecho de familia, el derecho civil y el derecho penal, no 
obstante se evidencia un alto grado de incumplimiento de las obligaciones alimentarias, que 
conllevan a una profunda reflexión, encontrando el tema materia de análisis e investigación, 
Omisión a la Asistencia Familiar, tema que constituye un problema social y de un peligro 
permanente no solo en contra de la familia sino en contra de la sociedad en general, es así 
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como lo vemos en la práctica la existencia de normas jurídicas que son los medios 
fundamentales para lograr alcanzar la justicia en bien de los que solicitan una prestación de 
alimentos justa y necesaria. 
 
1.1.3. Antecedentes locales. 
En la búsqueda de antecedentes de trabajos de investigación que se ha desarrollado en la 
localidad de San Martín, se ha encontrado sustancialmente los siguientes: 
 
López (2017) en el estudio titulado “La incidencia de la aplicación del proceso inmediato, 
en la celeridad de los procesos por el delito de Omisión a la Asistencia Familiar en el Distrito 
de Bellavista 2014-2016. Tesis para optar por el Grado Académico de Maestro en Derecho 
Penal y Procesal Penal en la Universidad César Vallejo – Tarapoto; en la cual concluye en 
lo siguiente: No se ha evidenciado una incidencia significativa entre el antes y el después de 
la aplicación del proceso inmediato, asimismo que antes de la aplicación del proceso 
inmediato, los casos eran sentenciados en periodos posteriores a 14 meses después de la 
formalización del proceso, y que este problema trajo consigo incertidumbre sobre la 
protección de los interesados (parte agraviada), pues ante la necesidad de que los agraviados 
(menores representados por su progenitora) necesitaran ser atendidas de manera urgente; 
además que con posterioridad a la aplicación del proceso inmediato, se ha evidenciado que 
ninguno de los casos estudiados fue desarrollado dentro del tiempo establecido en la 
normativa que regula el proceso inmediato, pues aún se advierte que los denunciantes 
esperan más de 12 meses para poder obtener una sentencia que les beneficie. 
 
Pretell (2017) en la investigación titulada: Influencia de los factores socioeconómicos en el 
proceso inmediato del delito de Omisión a la Asistencia Familiar en el Juzgado de 
Investigación Preparatoria de San Martín -Tarapoto, 2016. Tesis presentada para obtener el 
Grado de Maestro en la Universidad Cesar Vallejo - Tarapoto, tiene como objetivo principal 
determinar si existe influencia de los factores socioeconómicos en el proceso inmediato del 
delito de Omisión a la Asistencia Familiar en el Primer Juzgado de Investigación 
Preparatoria de San Martín –Tarapoto, habiendo realizado un estudio de análisis de 80 
expedientes, finalmente concluye que si existe influencia de los factores socioeconómicos 
en el proceso inmediato del delito de Omisión a la Asistencia Familiar en el Juzgado de 
Investigación Preparatoria. 
 
Arévalo (2016) en la investigación titulada: Vulneración del derecho al debido proceso en 
la incoación del proceso inmediato en casos de flagrancia delictiva, tramitados en el Primer 
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Juzgado de Investigación Preparatoria – Tarapoto, periodo Enero – Junio 2016. Tesis 
presentada para obtener el Título Profesional de Abogado en la Universidad César Vallejo, 
concluyó principalmente que en el proceso inmediato si se establece un plazo razonable para 
la preparación de la defensa debido a la simplicidad del proceso, lo cual permite que las 
partes tengan la posibilidad de poder ejercer una defensa adecuada, esto teniendo en cuenta 
de que solo se aplica de forma excepcional a delitos menores, delitos de bagatela que no 
revisten mayores actos de investigación, concluyendo por lo tanto que no existe vulneración 
de derechos fundamentales durante la incoación del proceso inmediato,  ya que el proceso 
se desarrolla en base a criterios de razonabilidad y proporcionalidad, además en 
concordancia con los acuerdos plenarios que se han ido estableciendo, lo cual coadyuva a 
que se protejan y respeten los derechos fundamentales. 
 
1.2. Bases teóricas. 
 
1.2.1. El Principio de Celeridad. 
 
1.2.1.1. Concepto. 
La palabra celeridad deriva del latín celeritas, el cual significa rapidez, prontitud y velocidad. 
Partiendo de ello la celeridad procesal se puede conceptualizar como: la prontitud de la 
justicia mediante la rapidez y velocidad del proceso; entendido este como un sistema de 
garantías (Flores, 1987, p. 98). En este sentido Sánchez (2004) señala que la celeridad 
procesal “aparece como un principio dirigido a la actividad procesal (…) a fin de que las 
diligencias judiciales se realicen con la prontitud debida, dejando de lado cualquier 
posibilidad que implique demora en el desarrollo y continuidad del procedimiento” (p. 87). 
 
Oré (2011) manifiesta que “el principio de celeridad procesal exige que los actos procesales 
se realicen de forma rápida y ágil, a efectos de concluir el proceso dentro del menor tiempo 
posible y brindando una respuesta oportuna a los justiciables” (p. 152), agrega además este 
autor que la agilidad en la actividad procesal es con el fin de obtener una respuesta pronta 
por parte del órgano jurisdiccional. 
 
Asimismo, es de precisar que la celeridad implica como señala Vásquez (2013), cumplir los 
plazos en estricto sensu, promover los actos procesales y realizar los actos procesales en 
forma oportuna. Es por ello que en la ley se establecen normas con el fin de impedir la 
prolongación innecesaria de los plazos, así como eliminar trámites en el proceso que son 
onerosos o también superfluos. Así también según señala Ochoa (2003) la improrrogabilidad 
de los lapsos representa a la celeridad, con lo que se garantiza una justicia expedita, sin 
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dilaciones indebidas, además que con el principio de celeridad se acelera el desarrollo del 
procedimiento, sin que ello signifique vulnerar el derecho a la defensa y el debido proceso. 
 
En este sentido, el principio de celeridad es un principio dirigido a la actividad procesal que 
exige que los actos procesales se lleven a cabo durante todo el proceso de una forma rápida 
y ágil con la finalidad de que este se termine dentro del menor tiempo posible, dejando de 
lado cualquier situación que acarreé la demora en el desarrollo del proceso, logrando de esta 
manera brindar una respuesta oportuna a los justiciables, por lo que este principio es 
realmente importante y no un simple concepto abstracto, ya que se encuentra al servicio de 
la justicia, la cual se alcanza siempre y cuando el conflicto se resuelva en un tiempo corto, 
restableciéndose de esa forma la paz social y resarciendo oportunamente al agraviado, por 
lo que es importante resaltar que justicia tardía no es justicia. Sin celeridad el proceso está 
destinado a durar indeterminadamente, lo cual afecta no solo al agraviado, quien espera 
recibir un resarcimiento oportuno, sino también al imputado, pues este tiene derecho a que 
su situación jurídica se resuelva oportunamente y no se encuentre en la incertidumbre por 
tiempo indeterminado.  
 
1.2.1.2. El principio de celeridad y su relación con el principio de economía procesal. 
 
Como señala Monrroy (1996):  
 Así como la oralidad es la expresión material del principio de inmediación, el 
principio de celeridad es la manifestación concreta del principio de economía 
procesal por razón de tiempo (…). El principio de celeridad procesal se expresa a 
través de diversas instituciones del proceso como, por ejemplo, la perentoriedad o 
improrrogabilidad de los plazos o en principios como el de impulso oficioso del 
proceso. Este principio se presenta en forma diseminada a lo largo del proceso, por 
medio de normas impeditivas y sancionadoras a la dilación innecesaria, así como a 
través de mecanismos que permiten el avance del proceso con prescindencia de la 
actividad de las partes. El hecho trascendente e indiscutible es que una justicia tardía 
no es justicia. Para ratificar esta concepción, el sistema publicístico busca proveer a 
las justiciables, a través de las instituciones reguladas, de una justicia rápida. (p. 91) 
 
Así, se tiene que “el principio de economía procesal exige el ahorro de tiempo, esfuerzo y 
dinero en las actuaciones procesales con el propósito de lograr un proceso más eficaz” (Ore, 
2013, p. 150), en tal sentido, el principio de celeridad es la expresión más concreta del ahorro 
de tiempo, pues con su aplicación se tiene por finalidad que los actos procesales se 
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desarrollen de manera rápida a fin de concluir el proceso en el menor tiempo posible, 
logrando así ahorro de tiempo en forma razonable. 
 
El principio de economía procesal, según señala Couture (1988) nace del convencimiento 
de que el proceso, que es un medio, no puede exigir un gasto superior al valor de los bienes 
que están en debate, que viene a ser el fin; por lo que la economía procesal debe presidir una 
necesaria proporción entre los medios y el fin, además que este principio está referida a tres 
áreas distintas, estos son: ahorrar tiempo, costo y esfuerzo. 
 
Con la reforma procesal que ha afrontado nuestro país, y que aún está en proceso de 
implementación en nuestra capital de la república, se resaltan principios fundamentales, 
entre ellos resalta el principio de celeridad, que como bien se señaló anteriormente, guarda 
estrecha relación con el principio de economía procesal, pues tiene como objetivo el ahorro 
del tiempo en el desarrollo de un proceso. El tiempo que dura el proceso es un indicador de 
una adecuada administración de justicia, en este sentido si un proceso se resuelve con 
prontitud la población recobra la confianza en las instituciones que administran justicia, pues 
aprecian que el proceso no se prolonga indefinidamente, sino que encuentran una respuesta 
oportuna. Dejar de lado la celeridad en un proceso penal traería consigo la desconfianza por 
parte de la población en las instituciones que imparten justicia. 
 
1.2.1.3. El principio de celeridad y su relación con la tutela judicial efectiva. 
 
Es importante resaltar que la celeridad se encuentra además relacionada directamente con el 
derecho a la tutela judicial efectiva, pues en un proceso, los sujetos procesales esperan de la 
función judicial, que esta solucione de forma acertada y rápida sus pretensiones para una 
convivencia tranquila, en este sentido Barsallo (2012) señala que “La celeridad es un 
principio directamente relacionado con la eficiencia y eficacia de la administración de 
justicia, función que debe responder a quien busca su apoyo frente a  agilidad, oportunidad, 
transparencia, calidad de actuaciones, preparación de quien administra justicia (…)” (p. 475-
476). 
 
En este sentido es interesante lo que señala Gutiérrez (2009), quien afirma que el principio 
de celeridad: 
Es el derecho de todo ciudadano a un proceso sin dilaciones indebidas y que su causa 
sea oída dentro de un plazo razonable, sin retrasos, es un derecho fundamental dirigido 
a los órganos judiciales, creando en ellos la obligación de actuar en un plazo razonable, 
de aplicar el ius puniendi, de resolver la controversia entre particulares, entre estos y 
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el Estado o de restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida dentro de la 
norma (…). La tutela judicial efectiva implica necesariamente una administración de 
justicia rápida que en forma oportuna permita la solución de los conflictos. 
Necesariamente el principio de celeridad procesal debe tener una clara correlación en 
la solución de los conflictos a cargo de los administradores de justicia caso contrario, 
la tutela jurisdiccional no encontraría una verdadera concreción en la práctica judicial, 
dado que en la medida que el Poder Judicial aun contando con elementos necesarios 
para administrar justicia en forma oportuna, las soluciones que proporcione a los 
justiciables por tardías e inoportuna no estaría en condiciones de satisfacer en forma 
mínima sus intereses. (p. 21, 37). 
 
Asimismo, es importante también citar a Bazalar (2016), para quien uno de los aspectos del 
derecho fundamental a la tutela jurisdiccional es que esta cumpla con el principio de 
celeridad, lo que implica que en un caso se obtenga justicia célere y eficaz, esta finalidad es 
la que da legitimidad al proceso inmediato reformado, pero sin menguar el derecho a la 
defensa; esta reforma no puede ser abandonada por inercia, negligencia, desidia o pereza de 
los operadores de justicia, o debido a aquellos que buscan que el sistema de justicia siga en 
el más absoluto letargo e incapacidad, por lo tanto debemos esforzarnos para que cambie la 
forma en la que se hace justicia en nuestro país. 
 
Consecuentemente, el principio de celeridad también guarda relación con el derecho a la 
tutela judicial efectiva, pues este implica que toda persona tiene el derecho a acceder al 
sistema de justicia, para que este resuelva un conflicto y por ende restablezca la paz, pero 
no se agota con el simple acceso al sistema de justicia, sino que esto implica además el 
derecho a recibir una respuesta oportuna por parte del Estado, es decir que el causa que se 
lleva ante el sistema de justicia se resuelva lo más rápido posible, lugar donde entra a tallar 
el principio de celeridad, pues este exige de los diferentes actos que se desarrollan dentro de 
un proceso se lleven a cabo de forma inmediata para terminar el proceso en el menor tiempo 
posible, esto siempre con observancia de las mínimas garantías del debido proceso, para así 
finalmente recibir una respuesta oportuna y eficaz. 
 
1.2.1.4. El principio de celeridad y el proceso inmediato. 
 
El proceso inmediato tiene como naturaleza jurídica a la celeridad, conforme así lo ha 
establecido de manera expresa el legislador en el artículo 448° del Código Procesal Penal, 
en tal sentido todos los actos que se lleven a cabo dentro del proceso inmediato tiene que ser 
con estricto respecto a este principio, al respecto el Poder Ejecutivo (2015) en la exposición 
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de motivos del Decreto Legislativo N° 1194 ha señalado que dicha norma “permitirá 
simplificar el procedimiento penal, haciéndolo más sencillo, rápido y eficiente, para reducir 
el tiempo en que se brinda una respuesta penal, combatir la morosidad procesal y 
descongestionar el número de casos a la espera de juicio”, es decir con el proceso inmediato 
reformado lo que se espera lograr sustancialmente es dotar de celeridad al proceso penal -en 
determinados casos- así como hacer frente al problema de la sobrecarga procesal que 
generan casos sencillo. 
 
Al respecto, Oré (2016) señala que: El proceso inmediato tiene como propósito brindar una 
pronta solución a los conflictos de relevancia penal, siempre, claro está, que nos 
encontremos dentro de los supuestos en los que procede este proceso. De igual modo, señala 
Reyna (como se citó en San Martín, 2016), que: “La características definitoria de este 
proceso es su celeridad, consecuencia del recorte de la actividad probatoria por falta de 
necesidad de la misma” (153), esto además porque se simplifican dos etapas del proceso 
común, la investigación preparatoria propiamente dicha y etapa intermedia, asimismo que 
se establecen audiencias inaplazables y también preveé la posibilidad de aplicar dentro del 
proceso inmediato otros mecanismos de simplificación procesal. En el mismo sentido, 
Zelada (2015) señala que: “Este proceso especial (inmediato) tiene por finalidad la 
simplificación y la celeridad del proceso en aquellos casos en los que el Fiscal no requiere 
de mayor investigación para concretar los cargos”. 
 
Finalmente, la Corte Suprema de Justicia en el Acuerdo Plenario N° 02-2016/CJ-116 ha 
señalado en su fundamento doceavo que el proceso inmediato tiene dos etapas procesales, 
estos son: la audiencia única de incoación y la audiencia única de juicio, las dos fases 
informadas por el principio de aceleramiento procesal, por el cual rige la máxima de que las 
audiencias son inaplazables y además la vigencia del principio de concentración procesal. 
Asimismo, en su fundamento decimonoveno deja por sentado que el principio de 
aceleramiento procesal es una de las notas características del proceso inmediato.  
 
Por lo tanto, se puede concluir que, en el proceso inmediato el principio de celeridad es la 
característica que lo define, por cuanto con su observancia se logra cumplir con uno de sus 
objetivos que es resolver la causa de forma rápida y eficiente. 
 
1.2.1.5. La inaplazabilidad de la audiencia de incoación a proceso inmediato. 
 
Conforme el artículo 447° del C.P.P. la audiencia única de incoación a proceso inmediato es 
de carácter “inaplazable”, al ser así el artículo 85° del Código Procesal Penal, que prescribe: 
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Artículo 85°.- Reemplazo del abogado defensor inasistente. 
“1. Si el abogado defensor no concurre a la diligencia para la que es citado, y ésta es de 
carácter inaplazable, será reemplazado por otro que, en ese acto, designe el procesado, o por 
un defensor público, llevándose adelante la diligencia. 
Son audiencias inaplazables las previstas en los artículos 271, 345, 351, 367, 447 y 448. (…) 
3. El Juez o Colegiado competente sanciona, de conformidad con el artículo 292° de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, al abogado defensor que injustificadamente no asiste a una 
diligencia a la que ha sido citado o que injustificadamente abandona la diligencia que se 
estuviera desarrollando. (…) 
5. Las sanciones son comunicadas a la Presidencia de la Corte Superior y al Colegio de 
Abogados del Distrito Judicial respectivo. La primera conoce la aplicación de la sanción y 
el segundo la ejecución formal de la sanción. 
6. La sanción disciplinaria aplicable al Fiscal que incurra en cualquiera de las conductas 
antes descritas, se aplica de conformidad con la Ley Orgánica del Ministerio Público”. 
 
Al establecer el legislador que la audiencia única de incoación a proceso inmediato es 
inaplazable tiene como propósito que la audiencia no se frustre, sino que este se lleve 
adelante en la fecha programada, por lo que en caso que el abogado defensor del investigado 
no concurre a la audiencia de incoación a proceso inmediato, esta no sea reprogramada, sino 
que el Juez solicita al investigado que en dicho acto designe un abogado defensor, o en todo 
caso se lleva adelante la audiencia con participación de un defensor público. 
 
En este sentido, respecto al tema Ore (2016) señala que: 
La audiencia es de carácter inaplazable, lo que significa que bajo ninguna 
circunstancia podrá frustrarse, y para que ello no ocurra, el legislador ha establecido 
que rige lo prescrito en el artículo 85.1 del CPP de 2004, esto es, que ante la 
inconcurrencia del abogado defensor particular a la audiencia, se le reemplazará por 
otro que deberá ser designado en ese mismo acto por el imputado o, en su defecto, por 
uno de oficio. (p. 26) 
 
Son pocas las audiencias que el legislador le ha dado el carácter de inaplazable, entre ellos 
se encuentra la audiencia de juicio oral, prisión preventiva, control de acusación o 
sobreseimiento y las audiencias de incoación a proceso inmediato y de juicio oral inmediato; 
esto con la finalidad de que el Juez pueda instalar y desarrollar la audiencia sin impedimento 
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alguno, como lo puede ser la ausencia del abogado defensor a la audiencia (Burgos, 2016).  
Asimismo, es importante recalcar que como señala San Martín (2016): 
 
En cumplimiento del principio de aceleramiento procesal, la audiencia única es 
inaplazable. De conformidad con el artículo 85 del NCPP, si el defensor no concurre 
será reemplazado con uno que en ese acto designe el imputado, o en su defecto, por 
uno de oficio. Se entiende que, si el imputado está privado de libertad su concurrencia 
a la audiencia es inevitable. Igual será la opción si el imputado decide guardar silencio 
o, en todo caso, no concurra adoptando una posición rebelde ante el emplazamiento 
judicial. La audiencia irremediablemente se lleva a cabo con la sola concurrencia del 
defensor.  La pauta normativa implícita es lo inaplazable de la audiencia y el 
aseguramiento de derecho de defensa con el concurso obligatorio de un defensor, de 
confianza o público. (p.163). 
 
De igual forma, Zelada (2015) indica que: Una de las características del proceso inmediato 
es que sus audiencias, tanto de incoación a proceso inmediato como de juicio inmediato sean 
inaplazables, lo cual deberá entenderse que sus audiencias son impostergables, y que el 
abogado que no asista a la audiencia debe ser inmediatamente cambiado, esto entiende dicho 
autor que se estableció por el hipotético caso de que un particular pretenda provocar la 
frustración de la audiencia, esto bajo algún interés o negligencia. 
 
Consecuentemente, es evidente que el carácter inaplazable de la audiencia de incoación a 
proceso inmediato se ha establecido justamente por la naturaleza célere de este proceso, ya 
que con ello el legislador ha querido evitar que se produzca dilaciones indebidas del proceso 
inmediato por la inconcurrencia del abogado defensor del imputado y de esta forma cumplir 
con uno de los objetivos de este proceso, que es resolver la controversia forma célere. 
 
Respecto a este tema, la Corte Superior de Justicia de La Libertad, con la finalidad de 
garantizar el cumplimiento del artículo 85° del Código Procesal Penal, en un acuerdo de los 
jueces titulares de las salas penales de dicha corte, aprobaron el Acuerdo 3-2017-SPS-
CSJLL, en el cual establecieron que en las resoluciones en que se cita a una audiencia de 
carácter inaplazable en primera instancia, deberá consignarse el apercibimiento de exclusión 
del abogado defensor inasistente y su reemplazo por un defensor público, así como  
consignarse el apercibimiento de imponerse una sanción (amonestación o multa) conforme 
a lo establecido en el artículo 292° de la LOPJ, la misma que es comunicada a la Presidencia 
de la Corte Superior de Justicia de La Libertad y al Colegio de Abogados de La Libertad. 
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Dicho acuerdo se dispuso, como se indicó antes, con el propósito de dar cumplimiento al 
artículo 85° del Código Procesal Penal, lo cual sin duda la autora considera que es una acción 
positiva y que debe servir de ejemplo, pues con ello se pretende llevar a la práctica la reforma 
legislativa que se realizó con la modificatoria del mencionado artículo 85°, en el sentido de 
que en efecto las audiencias que tienen el carácter de inaplazable se lleven a cabo en la fecha 
programada, sin dejar lugar a prorroga alguna, además de establecer la sanción respectiva 
para el abogado que injustificadamente inconcurre a audiencia. 
 
Lo prescrito en el artículo 85° del  Código Procesal Penal es realmente importante además 
porque con este se pretende  erradicar una mala práctica de los abogados, quienes en muchas 
oportunidades con la finalidad de frustrar la audiencia para alargar innecesariamente el 
proceso o por simple actitud negligente o despreocupada, no asisten a audiencia, provocando 
que el juzgado tenga que reprogramar la audiencia incluso en varias oportunidades, 
generando una prolongación en el desarrollo del proceso que perjudica directamente al 
agraviado, quien ve como con la actitud del abogado simplemente se frustra la audiencia y 
se burla de esta forma a los órganos de justicia, y también se perjudica al Estado, pues ha 
desperdiciado recursos económicos (humanos y logísticos) para programar y desarrollar la 
audiencia frustrada y que además tendrá que gastar más recursos para una reprogramación, 
dejando de atender otros casos, lo cual sin duda le genera un incremento en su carga laboral. 
 
En este sentido Guillermo (2017) manifiesta que: Es un avance que se dote de mayor eficacia 
al proceso inmediato, asegurando la participación de los defensores públicos en las 
audiencias de carácter inaplazables, ya que asegura que la inconcurrencia de los abogados 
defensores es una de las principales causas por las que las audiencias se frustran, sin embargo 
agrega dicho autor que esta medida debería estar acompañada de la voluntad política por 
parte del Estado para incrementar el número de defensores públicos, los cuales en varios 
distritos judiciales son insuficientes para poder atender la carga procesal que va creciendo; 
por lo que si bien la norma está dada de manera positiva, sin embargo para su puesta en 
práctica en la realidad es necesario que el Estado a través de sus gobernantes dispongan las 
medidas necesarias para garantizar que existan suficientes abogados defensores públicos 
para que puedan estar presentes en las audiencias inaplazables.  
 
Es importante además no olvidar que aparte de reemplazar al abogado que no asiste 
injustificadamente a audiencia, el artículo 85° del Código Procesal Penal en su inciso 3) 
establece que el Juez o Colegiado competente “sanciona” al abogado defensor que 
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injustificadamente no asiste a una diligencia a la que ha sido citado, esto de conformidad 
con el artículo 292° de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se advierte de la lectura de este 
artículo que ante la inconcurrencia injustificada del abogado a una audiencia el juzgado 
deberá establecerle en todos los casos una sanción, pues el término “sanciona” no se entiende 
como una posibilidad de que el juzgado pueda o no pueda establecer sanción, sino que de 
forma imperativa el legislador ha dispuesto que ante un hecho de inconcurrencia 
injustificada del abogado a audiencia, el juzgado debe imponerle una sanción. 
 
Conforme a lo prescrito en el artículo 292° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las 
sanciones que el juzgado puede imponer a los abogados de injustificadamente no asisten a 
una audiencia, pueden ser amonestación y multa no menor de una (01) ni mayor de veinte 
(20) Unidades de Referencia Procesal, así como suspensión en el ejercicio de la profesión 
hasta por seis meses; además que las sanciones son comunicadas a la Presidencia de la Corte 
Superior y al Colegio de Abogados del Distrito Judicial respectivo. 
 
En tal sentido, la autora considera que los jueces no deben olvidar que deben establecer una 
sanción para los abogados que no concurren a audiencia de manera injustificada, pues dicha 
acción tiene por finalidad desincentivar las malas prácticas de los abogados que no 
concurren a audiencia ya sea por algún interés particular, negligencia o simple desinterés en 
el caso; la no aplicación del mencionado dispositivo legal por parte de los jueces provoca 
que la situación sea la misma, y se siga apreciando dichas actitudes de los abogados de 
manera reiterada. 
 
Finalmente, se advierte que en la práctica otra de las razones por las que en los casos de 
Omisión a la Asistencia Familiar el Juez aplaza la audiencia de incoación a proceso 
inmediato es debido a que el abogado del imputado solicita la aplicación de un principio de 
oportunidad, pero que le den plazo a su patrocinado de reunir el dinero, por lo que el Juez 
reprograma la audiencia para una nueva fecha con la condición de que el investigado lleve 
consigo el dinero de los devengados y una reparación civil, condición que muchas veces los 
investigados no la cumplen, consiguiendo únicamente dilatar el plazo, asimismo puede que 
en otros casos si se llegue a un principio de oportunidad luego de reprogramada la audiencia, 
sin embargo debemos de reflexionar en el sentido de que sí ya en la fiscalía, el Fiscal ha 
citado al imputado para llegar a un acuerdo de principio de oportunidad (porque siempre que 
no exista impedimento legal lo hace), siendo que en casi todos los casos se llega a un 
principio de oportunidad, sin embargo no obstante a que se le fracciona la deuda, pasan 
incluso meses y el investigado simplemente no cumple con el acuerdo, alargando aún más 
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la espera del agraviado por un resarcimiento completo  y aumentando aún más su sensación 
de injusticia, por lo que ante tal incumplimiento el Fiscal no tiene más que dejar sin efecto 
tal acuerdo y proceder a presentar  ante el juzgado su requerimiento de incoación a proceso 
inmediato. En este caso, estando ya en la audiencia de incoación a proceso inmediato, no es 
justo que el Juez nuevamente, pese a la actitud del investigado, vuelva a dilatar más el tiempo 
con el fin de otorgarle nuevamente un principio de oportunidad. 
 
Asimismo, no es adecuado este proceder por parte del juzgado, porque el mensaje que se 
otorga a la población y especialmente a los abogados e imputados, es que no importa si 
cumples o no un principio de oportunidad celebrado en sede fiscal, tu solo deja que pasa el 
tiempo y cuando llegues al juzgado volvemos a pedir tiempo para que te apliquen otro 
principio y solo ahí si cumple; lo cual como se mencionó anteriormente no es adecuado, no 
solo porque genera gastos al Estado, sino porque principalmente la víctima ve como pasa el 
tiempo sin recibir una respuesta adecuada respecto a un resarcimiento completo  y 
aumentando aún más su sensación de injusticia; debiendo ser el mensaje correcto a la 
población, que si el investigado no cumple un principio de oportunidad celebrado a nivel 
fiscal, ya no tendrá la posibilidad de aplicársele nuevamente un principio de oportunidad 
cuando este ante el Juez; por lo que la alternativa más acomodada que queda es acogerse a 
una terminación anticipada, donde es casi cien por ciento probable se imponga al imputado 
una pena suspendida y otorgue un plazo muy corto para el pago de la reparación civil, bajo 
apercibimiento de revocarse la pena. 
 
1.2.1.6. Factores humanos vinculados con la aplicación del principio de celeridad en el 
desarrollo de la etapa de incoación. 
 
Existen ciertas circunstancias asociadas a factores humanos que se encuentran vinculadas a 
la aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de un proceso judicial, estas tienen 
que ver sobre todo, con la cantidad de personal con la que se cuenta y con el nivel de 
capacitación que estos tengan, así por ejemplo el Poder Judicial necesita  suficiente personal 
administrativo para proveer oportunamente los escritos de las partes o requerimientos 
fiscales, así como para programar audiencias; sin el personal administrativo o judicial 
suficiente se provoca retraso al momento de proveer los escritos que ingresan o llevar a cabo 
las audiencias de manera oportuna, lo cual  además de perjudicar a la celeridad del proceso, 
aporta a la sobrecarga laboral. Aparte de cantidad de personal, es necesario contar con 
calidad, por lo que es deber del Estado invertir en la adecuada capacitación de todos sus 
trabajadores, entre jueces, asistentes y especialistas; pues con trabajadores mejor 
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capacitados se tiene menos posibilidades de que se generen retrasos innecesarios en un 
proceso judicial. 
 
En el caso del proceso inmediato, con la publicación del D. Leg. N° 1194 se reformó 
sustancialmente dicho proceso con la finalidad de que los operadores de justicia apliquen 
con mayor frecuencia dicho proceso y se otorgue celeridad al desarrollo de casos sencillos 
como son por ejemplo los casos por delitos de Omisión a la Asistencia Familiar, sin embargo 
conforme se estableció en su tercera disposición complementaria final, la implementación 
de las medidas establecidas en dicha norma no recibiría un financiamiento especial o 
adicional, sino que deberá financiarse con los recursos que hasta ese momento se cuentan, 
situación que la autora considera que no es adecuado, pues si de implantar reformas de trata, 
el Estado debe invertir en infraestructura, recursos logísticos y humanos; de lo contrario no 
es posible llevar adelante una real reforma. En este sentido también Velásquez (2017) indica 
que: 
 
Un problema que podemos apreciar respecto a la correcta implementación de estas 
modificaciones al proceso inmediato, es que el Gobierno Peruano debió considerar 
otros factores adicionales primordialmente de carácter económico en vista que 
implicaba contar con mayor cantidad de recursos humanos y logísticos acorde a la 
implementación y correcta aplicación de estas variaciones al proceso inmediato.          
(p. 02) 
 
En el desarrollo de la etapa de incoación a proceso inmediato se involucran varios sujetos 
que tienen que desarrollar tareas específicas e importantes para que dicho proceso se lleve a 
cabo de forma célere. Así el Poder Judicial a través de su personal judicial (especialistas, 
asistentes y Juez) tienen la obligación de proveer inmediatamente el requerimiento de 
incoación presentado por el Fiscal (programando fecha y hora de audiencia) y llevar a cabo 
la audiencia en corto plazo, siendo que para el desarrollo de la audiencia en la fecha y hora 
programada se debe contar con la presencia obligatoria del Juez, Fiscal y defensa, por lo que 
es necesario también la participación de un defensor público que asuma la defensa en caso 
de inconcurrencia injustificada del defensor privado. 
 
Respecto al plazo que tiene los trabajadores del Poder Judicial para establecer la audiencia 
de incoación a proceso inmediato, si bien el Código Procesal Penal no ha definido el plazo 
para la instalación de una audiencia de incoación en los casos de Omisión a la Asistencia 
Familiar y conducción en estado de ebriedad, porque solamente lo fijó para los casos de 
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flagrancia; sin embargo debe entenderse en base al principio de celeridad que este debe ser 
programado en un corto tiempo de presentado el requerimiento, al respecto la Corte Suprema 
de Justicia ha desarrollado en el acuerdo plenario N° 02-2016/CJ-116 que en los casos de 
supuestos diferentes a flagrancias, es decir con imputado libre (como también lo son los 
casos por delitos de Omisión a la Asistencia Familiar) se debe tener en cuenta lo siguiente: 
Como el principio de aceleramiento procesal es una de las notas características del 
proceso inmediato, la audiencia única de incoación del proceso inmediato debe 
señalarse inmediatamente de presentado el requerimiento fiscal, notificarse a más 
tardar al día siguiente hábil y realizarse dentro de un plazo breve, siempre mayor de 
cuarenta y ocho horas siguientes a la presentación del requerimiento fiscal -que es el 
plazo para el delito flagrante- y no mayor de cinco días a la recepción por el juzgado 
del citado requerimiento fiscal -que es la  mitad del plazo fijado para el juicio oral 
(artículo 335°.1, NCPP)- o, según los casos, vinculados a la causa en concreto, otro 
plazo judicial, siempre menor a la norma antes mencionada. (p. 16-17) 
En este sentido, conforme al antes mencionado acuerdo plenario, en pro del cumplimiento 
del principio de celeridad en el proceso inmediato, los trabajadores del Poder Judicial 
deberán señalar la audiencia única de incoación a proceso, de forma inmediata luego de 
recibido el requerimiento fiscal, por inmediato se tiene que este tendría que ser el mismo día 
o a más tardar al día siguiente, esto con la finalidad sobre todo que las notificaciones de la 
resolución que cita a audiencia, también se generen y diligencien de forma inmediata; 
Asimismo que la audiencia deberá realizarse dentro de un plazo breve, esto es mayor a 
cuarenta y ocho horas siguientes a la presentación del requerimiento fiscal y no mayor de 
cinco día de recepcionado el requerimiento, salvo cierto casos vinculados a una causa en 
concreto, que podría ser por ejemplo que el investigado tenga un domicilio lejos del radio 
urbano de la región San Martín, que pueda tener otro plazo, pero siempre menor a diez días. 
 
Ahora, si bien el personal del Poder Judicial (especialistas, asistentes y jueces) tienen la 
obligación de establecer inmediatamente fecha y hora para llevar a cabo la audiencia de 
incoación a proceso inmediato, así como llevar a cabo la audiencia en un plazo breve; sin 
embargo esta labor no será posible realizar si es que dicha institución no cuenta con personal 
suficiente, lo cual genera demora en el trámite del proceso, y también sobrecarga laboral, 
problema que se advierte vienen sufrido varios distritos judiciales en nuestro país, así por 
ejemplo Huaylla (2016) señala que en el Distrito Judicial del Santa las audiencias se 
programan de acuerdo a la disponibilidad de la agenda judicial, es decir, las audiencias son 
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programadas después de más de un mes aproximadamente, lo cual desnaturaliza 
completamente la celeridad para la que se creó el proceso inmediato. 
 
Asimismo, de las tesis revisadas se tiene por ejemplo la desarrollada por Velázquez (2017), 
quien estudia el proceso inmediato y la celeridad procesal en el distrito judicial de Cusco, 
donde llegó a la conclusión que la reforma del proceso inmediato en el distrito Judicial del 
Cusco no cumple su finalidad, la cual es generar celeridad procesal; recomendando así que 
con el fin de cumplir y respetar los plazos, se debe dotar de mayores recursos logísticos y 
humanos, así como una mayor capacitación y control del personal que labora. 
 
En conclusión, el factor humano es un elemento importantísimo al momento de la aplicación 
del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso inmediato, por 
cuanto el tiempo que se tardan para proveer escritos y programar y llevar a cabo las 
audiencias dependerá en gran parte de si se cuenta o no con el número suficiente de 
trabajadores (especialistas o asistentes judiciales), así como de la cantidad de jueces que 
atienden las causas, pues si no se cuenta con el suficiente número de jueces es imposible 
desarrollar todos los procesos en un corto tiempo, fundamentalmente porque la agenda 
apretada que tiene no le permitiría llevar a cabo las audiencias de todos los casos que 
ingresan, circunstancias que empeora si se tiene en cuenta que no se respeta la disposición 
legal que indica que las audiencias son inaplazables. 
 
1.2.1.7. Factores logísticos vinculados con la aplicación del principio de celeridad en el 
desarrollo de la etapa de incoación. 
 
Según la  Real Academia Española (RAE), la palabra logística hace referencia a un 
“conjunto de medios y métodos necesarios para llevar a cabo la organización de una empresa 
o de un servicio, especialmente de distribución”, en este sentido, en las organizaciones 
privadas y públicas se suelen desarrollar sistemas logísticos que vienen a ser un conjunto 
operaciones que incluye acciones y materiales con la finalidad de conseguir un objetivo, que 
en una empresa podría ser por ejemplo brindar el mejor servicio posible de delivery; del 
mismo modo en una institución pública, como el Poder Judicial y Ministerio Público 
también se gestan medios logísticos para brindar el mejor servicio posible, en el caso de 
estas instituciones con el objeto de brindar una administración de justicia oportuna y de 
calidad. 
 
En los procesos judiciales, uno de los ámbitos en los que se desarrolla la logística, es decir 
un conjunto de operaciones que incluye diversas acciones, coordinación y materiales es el 
23 
tema de la notificación de resoluciones. La notificación es el acto jurídico mediante el cual 
el juzgado comunica a una persona una resolución judicial, este acto es de gran importancia 
en el ámbito procesal debido a que mediante ella las partes adquieren conocimiento de lo 
que resuelve un Juez o sobre aquello que solicita alguna de las partes, y a partir de ello 
pueden realizar acciones ya sea para interponer algún recurso, formular algún requerimiento 
o preparar una defensa. 
 
En nuestro ordenamiento jurídico se ha previsto diferentes formas de notificación a los 
sujetos intervinientes en un proceso, siendo la más usual la notificación por cédula, este acto 
involucra varias acciones, empezando por la generación de la cédula de notificación, 
seguidamente el notificador tiene que apersonarse al domicilio que indica para efectuar la 
notificación, para luego devolver al juzgado la cédula debidamente diligenciada; y en el caso 
de que el domicilio se ubique fuera del radio urbano de competencia del juzgado será 
necesario enviar la cédula a otro juzgado mediante exhorto para que efectúe la notificación, 
debiendo  devolver la cédula un vez realizada la notificación. En este sentido, es importante 
para el Juzgado recabar a tiempo los cargos de las cédulas de notificación remitidas, pues si 
no se cuenta con dichos cargos no se tiene certeza de que se haya efectuado realmente la 
notificación y que por lo tanto el destinatario haya tomado conocimiento de manera previa 
lo ordenado en la resolución.  
 
Respecto a los problemas que se presentan con las notificaciones, el Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial ha señalado en la Resolución Administrativa N° 342-2016-CE-PJ de fecha 26 
de diciembre del 2016 que: 
 
El Equipo Técnico Institucional de Implementación del C.P.P. advirtió que el alto 
índice de audiencias frustradas, tenía como fuente principal que las notificaciones 
realizadas por las áreas de comunicaciones de los módulos penales, incluidas las 
tramitadas vía exhorto, incurrían en errores al consignar diversos datos; además, que 
no eran tramitadas con la debida diligencia y oportunidad por los Jueces de Paz, pues 
estos últimos carecen de recursos para poder diligenciar las mismas. En ese contexto, 
uno de los principales factores de frustración de audiencias es la imposibilidad o 
demora para trasmitir las comunicaciones a los domicilios de los sujetos procesales 
que se encuentran en zonas rurales y/o alejadas y/o de difícil acceso. (p. 54) 
 
En tal sentido, en dicha resolución administrativa el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial 
con la finalidad de establecer un mecanismo de comunicación célere que permita a las partes 
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procesales conocer oportunamente los actos procesales dispuestos por el órgano 
jurisdiccional dispuso que el diligenciamiento de las notificaciones y las citaciones 
judiciales, entre ellas las que se tramiten vía exhorto, se realicen vía telefónica; lo cual 
considero que realmente es una innovación positiva de la forma de notificar las resoluciones, 
porque mediante las vías de comunicación telefónica se acortan distancias y sobre todo 
aporta a la celeridad del proceso por cuanto no se tiene que esperar mucho tiempo para que 
las partes procesales tomen conocimiento por ejemplo de la fecha en la que se ha programado 
la audiencia, sino que en unos minutos se puede conseguir ello, no siendo necesario esperar 
recabar cédulas de notificación alguna. 
 
Anterior a ello, con la finalidad de coadyuvar con la mejor organización, métodos y proceso 
utilizados en las actividades operativas componentes del servicio de impartición de justicia, 
mediante la resolución Administrativa N° 336-2008-CE-PJ el Consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial también aprobó la Directiva N° 015-2008-CE-PJ que establece las normas y 
procedimientos que regulan las acciones que deben desarrollar los Órganos  Jurisdiccionales 
de nuestro país para notificar las resoluciones judiciales mediante el empleo de casillas 
electrónicas; mecanismo de notificación que ha sido implementada de manera progresiva en 
nuestro país, y que para su funcionamiento se requiere que los receptores (abogados, 
procuradurías, ministerio público y otros) cuenten con un número de casilla electrónica. 
 
En el desarrollo del proceso inmediato la notificación es un tema sustancial, pues al 
establecer un tiempo corto para desarrollar la audiencia de incoación a proceso inmediato 
luego de presentado el requerimiento fiscal, es necesario que la notificación también se 
efectúe de forma célere, para garantizar que las partes puedan tener pleno conocimiento de 
manera oportuna de la citación a la audiencia y esta se desarrolle sin inconvenientes; al 
respecto la Corte Suprema de Justicia en el Acuerdo Plenario N° 2-2016/CIJ-116 ha 
establecido que como el principio de aceleramiento procesal es una de las características del 
proceso inmediato, “la audiencia única de incoación del proceso inmediato debe señalarse 
inmediatamente de presentado el requerimiento fiscal, notificarse a más tardar al día 
siguiente hábil” (p. 16), esto significa que presentado el requerimiento fiscal de incoación a 
proceso inmediato, el juzgado inmediatamente debe emitir su resolución citando a audiencia 
única de incoación a proceso inmediato, siendo que dicha resolución debe ser notificado 
también de manera inmediata, esto es a más tardar al día siguiente hábil. 
 
Para lograr que la  notificación se realice de manera inmediata es necesario que se 
desarrollen adecuados procesos logísticos dentro del Poder Judicial, con una adecuada 
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coordinación de las distintas sedes a nivel nacional y priorización a las cédulas de 
notificación de los casos seguidos mediante el proceso inmediato, esto a fin de lograr 
notificar y recabar oportunamente los cargos de notificación a las partes procesal, sobre todo 
en aquellos casos que se deben de notificar fuera del radio urbano de un determinado Distrito 
Judicial; asimismo se deben reforzar las formas de notificación a través de medios 
tecnológicos, como son casilla electrónica, celular o correo electrónico, lo cual sin duda 
aporta a la celeridad del desarrollo del proceso. 
 
Respecto a la problemática que se presentan en las notificaciones en los procesos inmediatos, 
Huaylla (2016) señala que este “radica sobre todo en aquellas notificaciones que tienen que 
realizarse en zonas alejadas dentro o fuera del Distrito Judicial, por lo que ante esas 
circunstancias muchas audiencias no podrán realizarse en los plazos establecidos” (425), 
acotando que para evitar ello, es importante que los fiscales durante sus diligencias 
preliminares obtengan toda la información posible para la ubicación de los sujetos 
procesales, esto es respecto al domicilio real exacto, números de celular propios o de otras 
personas de confianza, correo electrónico, con la finalidad de que el Poder Judicial pueda 
efectuar una adecuada notificación. Sin embargo, es importante recalcar que también 
conforme señala Valdiviezo (2016) en el problema de las notificaciones también tiene que 
ver el con que el Poder Judicial no cuenta con el personal suficiente para efectuar la 
notificación el mismo día que se expide la resolución, hecho que también tendría implicancia 
en la celeridad del proceso inmediato. 
 
1.2.2. Incoación a proceso inmediato. 
 
1.2.2.1. Concepto de proceso inmediato. 
 
 
El proceso inmediato, conforme lo definió la Corte Suprema de Justicia en el Acuerdo 
Plenario N° 6-2010/CJ-116: 
Es un proceso especial y además una forma de simplificación procesal que se 
fundamenta en la facultad del Estado de organizar la respuesta del sistema penal con 
criterios de racionalidad y eficiencia sobre todo en aquellos casos en los que, por sus 
propias características, son innecesarios mayores actos de investigación. (p. 03) 
 
En este sentido, Ore (2016) define al proceso inmediato de la siguiente forma: 
Es un proceso especial que, en favor de la celeridad procesal, obvia la fase de 
investigación preparatoria propiamente dicha y la etapa intermedia cuando se 
presentan determinados supuestos; es decir luego de culminar las diligencias 
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preliminares, por las características particulares de los casos materia de investigación 
se acude, en mérito a este proceso, directamente a la fase de juzgamiento. (p. 7) 
 
Del mismo modo, Zelada (2015) define al proceso inmediato como: 
 
Aquel proceso que ante la contundencia de los elementos de convicción encontrados 
durante la investigación, que acreditan con suficiencia la existencia del hecho 
delictuoso y su vinculación con el acusado, hacen innecesario continuar con la 
investigación, permitiendo al fiscal, en su calidad de titular de la acción penal y 
responsable de la carga de la prueba, pasar directamente a la etapa de juzgamiento, 
previo control judicial. (p. 215) 
 
En efecto, en el Código Procesal Penal peruano existe un proceso común, donde se siguen 
todas las etapas procesales; pero también hay procesos especiales como el proceso 
inmediato. Este proceso inmediato tiene por característica fundamental que obvia la etapa 
de investigación preparatoria (solo en los supuestos de prueba evidente y confesión puede 
llegar a 30 días la investigación preparatoria) y la etapa intermedia, pasando directamente a 
la etapa de Juzgamiento, esto en razón a que se cumple con determinados supuestos como 
son: Flagrancia delictiva, confesión del delito por parte del imputado o que existan 
elementos de convicción acumulados que evidencien la comisión del delito y 
responsabilidad penal del imputado, asimismo se aplica a los delitos de conducción de 
vehículo en estado de ebriedad y Omisión a la Asistencia Familiar; es de precisar que el 
proceso inmediato es aplicable además siempre y cuando el caso se trate de un caso sencillo, 
es decir que no concurran elementos que lo doten de complejidad, así como que exista 
evidencia delictiva, sino se encuentran presentes estos dos elementos no es posible llevar a 
cabo el proceso inmediato por más que por ejemplo el imputado haya sido detenido en 
flagrancia delictiva, así es como lo ha dejado establecido la Corte Suprema de Justicia en el 
Acuerdo Plenario N° 2-2016/CJ-116. 
 
En este sentido como señala Salas (2016) la innecesidad de la etapa de investigación 
preparatoria e intermedia aparece debido a la obtención de elementos de convicción 
necesarios y suficientes para acudir al juicio oral, encontrándose la acusación libre de 
objeciones trascendentes y con muy elevada probabilidad –para el representante del 
Ministerio Público- de sustentar su postura. 
 
Asimismo es de resaltar que el proceso inmediato “es un proceso especial que constituye el 
máximo exponente de celeridad en el procesamiento penal” (Paucar, 2016, p. 157)., ya que 
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además de simplificar dos etapas procesales -investigación preparatoria propiamente dicha 
y etapa intermedia-, el proceso inmediato en sí debe llevarse a cabo de manera célere, cuyas 
audiencias tanto de incoación de proceso inmediato como de juicio inmediato son 
inaplazables y además que dentro de este proceso incluso se puede aplicar otros mecanismos 
de simplificación procesal como el principio de oportunidad, acuerdo reparatorio o 
terminación anticipada, determinado así de manera inmediata la situación jurídica del 
imputado y logrando un resarcimiento oportuno para la víctima. 
 
1.2.2.2. Características del proceso inmediato. 
 
El proceso inmediato tiene ciertas características que le distinguen sustancialmente de los 
otros procesos que contempla el Código Procesal Penal, así de la revisión de dicha norma y 
lo señalado por la doctrina nacional, se puede destacar fundamentalmente las siguientes 
características: 
 
a) Aceleramiento procesal: Conforme señala Reyna (como se citó en San Martín, 2016), 
“la características definitoria de este proceso es su celeridad, consecuencia del recorte de 
la actividad probatoria por falta de necesidad de la misma” (153), en este sentido una de 
características fundamentales del proceso inmediato es que este es un proceso creado con 
la finalidad de que concluya en un tiempo corto, donde la aplicación del principio de 
celeridad se verifica en su mejor expresión, porque además forma parte de su naturaleza 
jurídica, como así lo prescribe el propio artículo 448°, último párrafo del Código Procesal 
Penal. Es de precisar que el aceleramiento procesal no se verifica solo porque se 
simplifican dos etapas del proceso común, la investigación preparatoria propiamente 
dicha y etapa intermedia, sino también por exige que el mismo proceso inmediato se lleve 
a cabo de manera célere, estableciendo por ello, por ejemplo audiencias inaplazables, 
tanto para la incoación como para el juzgamiento, plazos cortos para llevar a cabo los 
diferentes actos procesales y la posibilidad de aplicar dentro del proceso inmediato otros 
mecanismos de simplificación procesal. 
 
b) Obligatoriedad: El artículo 446° del Código Procesal Penal establece la obligatoriedad 
por parte de la Fiscalía para incoar proceso inmediato en determinados casos, sin 
embargo, la interpretación de este extremo de la norma debe ser conforme a lo establecido 
en el acuerdo plenario N° 02-2016/CJ-116, esto es que debe entenderse que es obligatorio 
cuando se presenten los presupuestos materiales de evidencia delictiva y de no 
complejidad del caso. 
28 
 
c) Simplificación: Al respecto como señala Valdiviezo (2016) el proceso inmediato supone 
la eliminación de la investigación preparatoria (en algunos en parte)  y de la totalidad de 
la etapa intermedia. Igualmente supone la simplificación de determinados trámites, 
formalización, pedido de medida de coerción entre otros, ello debido a que en el mismo 
requerimiento de incoación deberá acumular cualquier otra pretensión que requiera la 
fiscalía, como puede ser un requerimiento de prisión preventiva. 
 
d) La aplicación de mecanismos de simplificación dentro del proceso inmediato: El 
proceso inmediato posibilita que durante la audiencia de incoación a proceso inmediato 
el caso se resuelva con la aplicación de mecanismos de simplificación procesal, como 
son el principio de oportunidad, acuerdo reparatorio o a través de una terminación 
anticipada. 
 
e) Inaplazabilidad de las audiencias: Los artículos 447° inciso 4 y 448° inciso 2 del Código 
Procesal Penal establecen que las audiencias tanto de incoación a proceso inmediato 
como el de juicio inmediato son de carácter inaplazable, esto significa que deben llevarse 
a cabo de manera impostergable en la fecha y hora indicada, rigiendo lo establecido en el 
artículo 85° del Código Procesal Penal; es decir que si el abogado defensor del 
investigado no concurre a la audiencia deberá ser reemplazado por otro que elija en ese 
acto el investigado, o en su defecto por un defensor público. 
 
1.2.2.3. Finalidad del proceso inmediato. 
 
Respecto a la finalidad del proceso inmediato, el Poder Ejecutivo (2015) en la exposición 
de motivos del D. Leg. N° 1194 ha establecido que dicha norma “permitirá simplificar el 
procedimiento penal, haciéndolo más sencillo, rápido y eficiente, para reducir el tiempo en 
que se brinda una respuesta penal, combatir la morosidad procesal y descongestionar el 
número de casos a la espera de juicio”, es decir con el proceso inmediato reformado lo que 
se espera lograr sustancialmente, por una parte es dotar de celeridad al proceso penal -en 
determinados casos- y por el otro, hacer frente al problema de la sobrecarga procesal que 
generan casos sencillos, como por ejemplo los casos por delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar o flagrancia, que no necesitan transitar todas las etapas del proceso común porque 
desde realizada las diligencias preliminares ya se cuenta con todos los elementos que 
acrediten la comisión del delito y la responsabilidad penal del investigado. 
 
En este sentido conforme señala Oré (2016) el proceso inmediato tiene como objetivo 
brindar una pronta solución a los conflictos de relevancia penal, siempre y cuando, claro 
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está, que nos encontremos dentro de cualquiera de supuestos en los que procede este proceso, 
es decir Flagrancia delictiva, confesión del delito por parte del imputado o que existan 
elementos de convicción acumulados que evidencien la comisión del delito y 
responsabilidad penal del imputado. De igual forma Mendoza (2016) realza al proceso 
inmediato como un mecanismo importante para lograr la reducción de la sobrecarga procesal 
que acongoja desde siempre a nuestro sistema de justicia, agregando que no se puede negar 
que el proceso inmediato es una adecuada política de descarga procesal. 
Asimismo con el proceso inmediato se tiene por finalidad lograr una real economía procesal 
dentro de un proceso penal, esto es la economía del tiempo que se necesita en el sistema de 
justicia para solucionar un conflicto, el ahorro del esfuerzo humano y el ahorro de recursos 
logísticos que se emplean para llevar adelante un proceso penal, pues como indica Salas 
(2016) “el proceso inmediato es necesario y una vía excepcional para evitar el dispendio de 
los escasos recursos de la administración de justicia (…) y asegurar la justicia pronta y 
aplicable en casos que razonablemente puedan ser de exigencia menos formal” (p. 69) 
Por otro lado, con este proceso también se consigue un oportuno resarcimiento para el 
agraviado, pues al desarrollarse el proceso penal de forma célere, el agraviado también 
encuentra de forma pronta una compensación por los daños y perjuicios sufridos, en este 
sentido Rojas (2015) señala el proceso debe verse  “también desde el punto de vista de la 
víctima, de cara a la satisfacción oportuna de los daños sufridos, y además de la ciudadanía, 
que advertirá que en determinados delitos existe un proceso penal rápido y justo” (p. 237), 
considero este punto de vista de mucha importancia, ya que en el proceso penal aparte de un 
imputado existe una víctima que sufrió los estragos de la comisión del delito, quien merece 
ser reparado por los daños y perjuicios sufridos en un tiempo oportuno, además que es deber 
del Estado y todos los sujetos involucrados con la administración de justicia, el dar una 
respuesta rápida y eficaz a la sociedad. 
 
1.2.2.4. Etapas del desarrollo del proceso inmediato. 
 
Conforme a los artículos 447° y 448° del Código Procesal Penal, el proceso inmediato se 
desarrolla en dos etapas, esto son: la incoación a proceso inmediato y la audiencia de juicio 
inmediato. 
a) La incoación al proceso inmediato. 
Antes de la emisión del Decreto Legislativo N° 1194, no existía la audiencia de incoación 
de proceso inmediato, la norma únicamente establecía que el Juez debía resolver el 
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requerimiento de incoación de proceso inmediato en el plazo de tres días, previo traslado a 
las partes, es decir debía emitir su resolución en su despacho, sin realizar audiencia alguna, 
situación que fue modificado con la mencionada norma, estableciéndose a partir de su 
vigencia que el requerimiento de incoación al proceso inmediato que presenta el Fiscal 
deberá ser discutida en un audiencia, esto en relación “a lo establecido en el numeral 2 del 
artículo I del título preliminar del Código Procesal Penal que establece que: toda persona 
tiene derecho a un juicio previo, oral, público y contradictorio, desarrollado conforme a las 
normas de este Código” (Mendoza, 2016, p. 261). Siendo que en la audiencia de incoación 
a proceso inmediato donde finalmente el Juez de la investigación preparatoria va a decidir 
si el caso será o no juzgado dentro de un proceso inmediato, o si por lo contrario se rechaza 
el pedido del Fiscal, entonces este deberá continuar con el proceso pero mediante la vía 
proceso común, cabe recalcar que previo a ello, en esta audiencia también se puede discutir 
requerimiento de prisión preventiva y aplicar salidas alternativas. 
 
b) El juicio inmediato. 
Como señala San Martín (2016), el juicio inmediato tiene, en sustancia dos periodos 
definidos, pero sin solución de continuidad, las mismas que deben desarrollarse de forma 
inmediata y oralmente, de ahí la denominación de audiencia “única”. La primera fase está 
destinado al saneamiento del proceso y que el Juez dicte sucesivamente, sin suspensión 
alguna, los autos de enjuiciamiento y de citación a juicio. La segunda fase está dedicado al 
juicio propiamente dicho, definido siempre por el principio de aceleramiento procesal, que 
es el límite de aplicación supletoria de las reglas del proceso común (frase final del apartado 
4 del artículo 448 del NCPP). 
 
1.2.2.5. La incoación a proceso inmediato regulado en el Código Procesal Penal. 
 
La incoación al proceso inmediato se encuentra regulado en los artículos 446° y 447° del 
libro quinto –sobre procesos especiales- del Código Procesal Penal, artículos que fueron 
modificados inicialmente y de manera significativa por el Decreto Legislativo N° 1194°, 
publicado el 30 de agosto del 2015, norma legal que fue dada principalmente con la finalidad 
de reactivar el uso del proceso inmediato y coadyuvar a la reducción de la carga procesal 
conforme así se señala en la exposición de motivos del Decreto Legislativo N°1194, 
asimismo el artículo 447° fue modificado posteriormente mediante el Decreto Legislativo 
N° 1307 publicado el 30 diciembre 2016 en el diario oficial El Peruano, siendo su actual 
redacción lo siguiente: 
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Artículo 446°. - Supuestos de aplicación 
1. El Fiscal debe solicitar la incoación del proceso inmediato, bajo responsabilidad, cuando 
se presente alguno de los siguientes supuestos: 
a) El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrante delito, en cualquiera de los 
supuestos del artículo 259;  
b) El imputado ha confesado la comisión del delito, en los términos del artículo 160; o 
c) Los elementos de convicción acumulados durante las diligencias preliminares, y previo 
interrogatorio del imputado, sean evidentes. 
2. Quedan exceptuados los casos en los que, por su complejidad, de conformidad con lo 
dispuesto en el numeral 3 del artículo 342, sean necesarios ulteriores actos de investigación. 
3. Si se trata de una causa seguida contra varios imputados, sólo es posible el proceso 
inmediato si todos ellos se encuentran en una de las situaciones previstas en el numeral 
anterior y estén implicados en el mismo delito. Los delitos conexos en los que estén 
involucrados otros imputados no se acumulan, salvo que ello perjudique al debido 
esclarecimiento de los hechos o la acumulación resulte indispensable. 
4. Independientemente de lo señalado en los numerales anteriores, el Fiscal también deberá 
solicitar la incoación del proceso inmediato para los delitos de omisión de asistencia familiar 
y los de conducción en estado de ebriedad o drogadicción, sin perjuicio de lo señalado en el 
numeral 3 del artículo 447 del presente Código”. 
Artículo 447°. - Audiencia única de incoación del proceso inmediato en casos de flagrancia 
delictiva 
1. Al término del plazo de la detención policial establecido en el artículo 264, el Fiscal debe 
solicitar al Juez de la investigación preparatoria la incoación del proceso inmediato. El Juez, 
dentro de las cuarenta y ocho horas (48) siguientes al requerimiento fiscal, realiza una 
audiencia única de incoación para determinar la procedencia del proceso inmediato. La 
detención del imputado se mantiene hasta la realización de la audiencia. 
2. Dentro del mismo requerimiento de incoación, el Fiscal debe acompañar el expediente 
fiscal y comunicar si requiere la imposición de alguna medida coercitiva, que asegure la 
presencia del imputado en el desarrollo de todo el proceso inmediato. El requerimiento de 
incoación debe contener, en lo que resulte pertinente, los requisitos establecidos en el 
numeral 2 del artículo 336. 
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3. En la referida audiencia, las partes pueden instar la aplicación del principio de 
oportunidad, de un acuerdo reparatorio o de la terminación anticipada, según corresponda. 
4. La audiencia única de incoación del proceso inmediato es de carácter inaplazable. Rige lo 
establecido en el artículo 85. El Juez, frente a un requerimiento fiscal de incoación del 
proceso inmediato, se pronuncia oralmente en el siguiente orden, según sea el caso: a) Sobre 
la procedencia de la incoación del proceso inmediato; b) Sobre la procedencia del principio 
de oportunidad, de un acuerdo reparatorio o de la terminación anticipada, solicitado por las 
partes; y c) Sobre la procedencia de la medida coercitiva requerida por el Fiscal. 
5. El auto que resuelve el requerimiento de proceso inmediato debe ser pronunciada, de 
modo impostergable, en la misma audiencia de incoación. La resolución es apelable con 
efecto devolutivo, el recurso se interpone y fundamenta en el mismo acto. No es necesario 
su formalización por escrito. El procedimiento que se seguirá será el previsto en el inciso 2 
del artículo 278. 
 
6. Pronunciada la decisión que dispone la incoación del proceso inmediato, el Fiscal procede 
a formular acusación dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad. 
Recibido el requerimiento fiscal, el Juez de la Investigación Preparatoria, en el día, lo remite 
al Juez Penal competente, para que dicte acumulativamente el auto de enjuiciamiento y de 
citación a juicio, con arreglo a lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 448 
 
7. Frente al auto que rechaza la incoación del proceso inmediato, el Fiscal dicta la 
Disposición que corresponda o la formalización de la Investigación Preparatoria. 
 
Para los supuestos comprendidos en los literales b) y c), numeral 1 del artículo 446, rige el 
procedimiento antes descrito en lo que corresponda. Solo en estos supuestos, el 
requerimiento se presenta luego de culminar las diligencias preliminares o, en su defecto, 
antes de los treinta (30) días de formalizada la Investigación Preparatoria”. 
 
1.2.2.6. El desarrollo de la etapa de incoación a proceso inmediato en delitos de Omisión 
a la Asistencia Familiar. 
 
a) El proceso inmediato se inicia con el requerimiento fiscal de incoación a proceso 
inmediato, pues “el proceso inmediato no se instaura de oficio (…) se requiere que el 
Fiscal, y solo él, formule por escrito el requerimiento correspondiente al Juez de la 
investigación preparatoria” (San Martín, 2016, p. 158). Es imposible que se instaure de 
oficio por parte del juzgado, pues es el Ministerio Público quien está a cargo de la 
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investigación preparatoria, dicho requerimiento deberá contener en lo que resulte 
pertinente los requisitos para la formalización de la investigación preparatoria, previsto 
en el artículo 336° inciso 2) del C.P.P. dicho requerimiento el Fiscal deberá anexar la 
carpeta fiscal y comunicar además si requiere la imposición de alguna medida de 
coerción. 
 
b) Una vez presentado el requerimiento de incoación a proceso inmediato, conforme al 
inciso 1) y último párrafo del artículo 447° del Código Procesal Penal, el Juez de 
investigación preparatoria deberá citar a los sujetos procesales a una audiencia llamada 
“audiencia única de incoación”, esto con la finalidad de determinar la procedencia o no 
procedencia del proceso inmediato. 
 
c) Conforme a lo establecido en el acuerdo plenario 2-2016/CJ-116 la audiencia única de 
incoación del proceso inmediato debe señalarse inmediatamente de presentado el 
requerimiento fiscal, notificarse a más tardar al día siguiente hábil y realizarse dentro de 
un plazo breve, siempre mayor de cuarenta y ocho horas siguientes a la presentación del 
requerimiento fiscal y no mayor de cinco días a la recepción por el juzgado del citado 
requerimiento fiscal. 
 
d) La audiencia única de incoación del proceso inmediato, conforme al numeral cuarto del 
artículo 447° del Código Procesal Penal, es de carácter inaplazable, por lo que se 
encuentra regido por lo establecido en el artículo 85 del Código Procesal Penal, es decir 
la audiencia se llevará a cabo de todas formas, siendo que en el caso de que no concurra 
a la audiencia el abogado defensor privado del imputado, será reemplazado por otro que 
en el acto designe el procesado, o en su defecto por un defensor privado, llevándose 
adelante la diligencia. Así mismo, es de precisar que en caso de investigados libres, es 
decir en los supuestos diferente a los detenidos en flagrancia, no es necesario la presencia 
del investigado para la instalación y desarrollo de la audiencia (Oré, 2016). 
 
e) La audiencia única de incoación del proceso inmediato se lleva a cabo en la hora y fecha 
programada, y el Juez deberá pronunciarse en el siguiente orden: 1) Sobre la procedencia 
o no de la incoación del proceso inmediato; 2) De haberse instado su aplicación, sobre la 
procedencia o no mecanismos de simplificación procesal como es el principio de 
oportunidad, el acuerdo reparatorio o terminación anticipada, y 3) Sí el Fiscal requiere la 
aplicación de una medida de coerción, sobre su procedencia o no. Sobre este asunto es de 
destacar que el acuerdo plenario N° 02-2016/CJ-116 señala que en el caso de admitirse 
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un principio de oportunidad, acuerdo reparatorio o terminación anticipada, ya no sería 
necesario pronunciarse respecto a la incoación del proceso inmediato, pues estas tienden 
a resolver la causa bajo modalidades propias, en las que tiene primacía el principio de 
consenso. 
f) El Juez deberá emitir su auto que resuelve el requerimiento de proceso inmediato en la 
misma audiencia de incoación, sin posibilidad de prorrogarlo, siendo que en el caso de 
estimarlo procedente, el Fiscal deberá formular su acusación en el plazo de 24 horas, bajo 
responsabilidad en caso de incumplimiento, y por su parte el Juez de Investigación 
Preparatoria deberá remitir los actuados al juzgado penal el mismo día en que es 
presentado la acusación. La resolución que dicta el Juez es apelable y el recurso se 
interpone en la misma audiencia, no siendo necesario que se formalice la misma por 
escrito. 
g) Caso contrario, si el Juez rechaza el requerimiento de incoación a proceso inmediato 
deberá dictar la disposición que corresponda o de ser el caso la disposición de 
formalización de la investigación preparatoria, es decir el proceso se reconduce por vía 
proceso común. 
 
1.2.2.7. El delito de Omisión a la Asistencia Familiar en el proceso inmediato. 
 
El delito de omisión a la asistencia familia, se encuentra previsto en el artículo 149° del C.P., 
el mismo que sanciona con una pena no mayor de tres años o con prestación de servicios 
comunitarios de veinte a cincuenta y dos jornadas, a la persona que omite cumplir su 
obligación de prestar los alimentos que establece una resolución judicial, esto sin perjuicio 
de que el sujeto cumpla con el mandato judicial. 
 
Respecto a este delito señala Villa (2014) señala que “la conducta que exige el tipo es la 
omisiva de no prestar los alimentos conforme lo ordena una resolución judicial, poniendo 
en peligro la satisfacción de necesidades básicas del necesitado” (p. 96), en este sentido 
también la Corte Suprema de Justicia ha señalado en el Acuerdo Plenario N° 02-2016/CJ-
116 que: 
 
Los delitos de Omisión a la Asistencia Familiar vulneran las obligaciones civiles 
impuestas a quienes tienen familia y lesionan y/o ponen en peligro, por los actos 
abusivos de aquellos, la propia existencia y demás condiciones de la vida de los 
alimentistas, limitando sensiblemente su derecho de participación social. En 
consecuencia, el ámbito de protección se funda en la “seguridad” de los propios 
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integrantes de la familia, basadas en deberes asistenciales y cuya infracción es la base 
del reproche penal (p.12) 
 
En este sentido se considera que el autor del delito de Omisión a la Asistencia Familiar 
infringe deberes de orden asistencial, siendo que durante todo el tiempo que el obligado 
omite su obligación de otorgar los alimentos, el alimentista se ve privado de recursos 
económicos importantes que le hubiesen permitido una adecuada participación social y 
gozar de una mejor calidad de vida. 
 
Mediante la emisión del Decreto Legislativo N° 1194, publicado el 30 de agosto del 2015, 
se estableció en el artículo 446° del Código Procesal Penal que el Fiscal deberá solicitar la 
incoación del proceso inmediato para los casos de delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar y los delitos de conducción en estado de ebriedad o drogadicción, es por ello que 
desde la fecha en que entró en vigencia dicha norma, ante casos de Omisión a la Asistencia 
Familiar el representante del Ministerio solicita al Juez de la investigación preparatoria que 
este se ventile en un proceso inmediato. 
 
Es importante recalcar que cuando un Fiscal recepciona un caso por la presunta comisión 
del delito de incumplimiento de la obligación alimentaria, no formula inmediatamente su 
requerimiento de incoación a un proceso inmediato, ya que su “trámite exige un proceso 
inmediato siempre previa realización de diligencias preliminares” (Huaylla, 2016, p. 418), 
en otras palabras antes de proceder a incoar proceso inmediato el Fiscal deberá dar inicio a 
la diligencias preliminares a fin realizar diligencias necesarias para el esclarecimiento de los 
hechos, como son la citación de la partes para que brinden su manifestación, poner en 
conocimiento de los hechos al investigado, recabar medios de prueba que sustenten la 
imputación, y también, si no existe impedimento alguno, tratar de llegar a la aplicación de 
una salida alternativa, como lo es el principio de oportunidad, una vez realizado las 
diligencias preliminares, en caso de no haberlo concluido con una salida alternativa, recién 
el Fiscal procederá a presentar su requerimiento de incoación ante el Juzgado de 
Investigación Preparatoria. 
 
1.3. Definición de términos básico. 
a) Proceso inmediato. 
“Es un proceso especial y además una forma de simplificación procesal que se 
fundamenta en la facultad del Estado de organizar la respuesta del sistema penal con 
criterios de racionalidad y eficiencia sobre todo en aquellos casos en los que, por sus 
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propias características, son innecesarios mayores actos de investigación”. (Acuerdo 
Plenario N° 6-2010/CIJ-116). 
 
b) Incoación a proceso inmediato. 
Es la primera etapa del desarrollo del proceso inmediato, este se inicia con la presentación 
del requerimiento fiscal de incoación a proceso inmediato, ante el cual el Juzgado de 
Investigación Preparatoria cita a los sujetos procesales a una audiencia que se llama 
audiencia única de incoación a proceso inmediato, concluyendo esta etapa con la 
resolución que emite el Juez en la mencionada audiencia sobre la procedencia o no del 
proceso inmediato. (Oré, 2016, p.34) 
 
c) Audiencia única de incoación a proceso inmediato. 
Es una audiencia que cita el Juez de Investigación Preparatoria para discutir el 
requerimiento fiscal de incoación a proceso inmediato, es donde el Juez va a decidir si el 
caso será o no juzgado dentro de un proceso inmediato, o si por lo contrario se rechaza el 
pedido del Fiscal, entonces este deberá continuar con el proceso pero mediante la vía 
proceso común, es una audiencia de carácter inaplazable y en él también se puede discutir 
requerimiento fiscal de prisión preventiva y aplicar salidas alternativas como son 
principio de oportunidad o terminación anticipada. 
 
d) Omisión a la Asistencia Familiar. 
Es un delito contra la familia, tipificado en el artículo 149° del C.P., el mismo que 
sanciona con una pena no mayor de tres años o con prestación de servicios comunitarios 
de veinte a cincuenta y dos jornadas, a la persona que omite cumplir su obligación de 
prestar los alimentos que establece una resolución judicial, esto sin perjuicio de que el 
sujeto cumpla con el mandato judicial, “la conducta que exige el tipo es la omisiva de no 
prestar los alimentos conforme lo ordena una resolución judicial, poniendo en peligro la 
satisfacción de necesidades básicas del necesitado” (Villa, 2014, p. 96) 
 
e) Principio de celeridad. 
Es un principio de derecho procesal que exige que los actos procesales se lleven a cabo 
durante todo el proceso de una forma rápida y ágil con la finalidad de que este se termine 
dentro del menor tiempo posible, logrando de esta manera brindar una respuesta oportuna 
a los justiciales, por lo que este principio es realmente importante y no un simple concepto 
abstracto, ya que se encuentra al servicio de la justicia, la cual se alcanza siempre y 
cuando el conflicto se resuelva en un tiempo corto, restableciéndose de esa forma la paz 
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social y resarciendo oportunamente el agravio sufrido por la víctima, por lo que es 
importante resaltar que justicia tardía no es justicia. 
 
f) Inaplazabilidad de la audiencia. 
Significa que la audiencia debe ser llevada a cabo el día y la hora en la que fue 
programada, razón por la cual según nuestra normativa procesal penal se establece en su 
artículo 85° inciso 1 que ante la inconcurrencia injustificada del abogado particular del 
investigado a la audiencia, se le debe reemplazar en el acto por un abogado designado 
por el investigado, o en su defecto, ser reemplazo por un defensor de oficio. 
 
g) La notificación. 
Es el acto jurídico mediante el cual el juzgado comunica a una persona una resolución 
judicial, este acto es de gran importancia en el ámbito procesal debido a que mediante 
ella las partes adquieren conocimiento de lo que resuelve un Juez o sobre aquello que 
solicita alguna de las partes, y a partir de ello pueden realizar acciones ya sea para 
interponer algún recurso, formular algún requerimiento o preparar una defensa. 
 
h) Juzgado de Investigación Preparatoria. 
Es el órgano jurisdiccional encargado de llevar a cabo el proceso de incoación a proceso 
inmediato, el cual consiste en recepcionar el requerimiento fiscal de incoación a proceso 
inmediato, convocar a los sujetos procesal a una audiencia, el Juez de la Investigación 
Preparatoria deberá dirigir dicha audiencia, que es de carácter inaplazable, y resolver en 




MATERIAL Y MÉTODOS 
 
2.1.  Sistema de variable. 
• V1: El principio de celeridad en la incoación a proceso inmediato. 
 
2.2. Operacionalización de variables. 
 
2.2.1. Variable V1: El principio de celeridad en la incoación a proceso inmediato. 
 
a) Definición conceptual. Es un principio fundamental que exige que los actos procesales 
se desarrollen de forma rápida y ágil, con la finalidad de concluir el proceso en el menor 
tiempo posible y dando de esta forma una respuesta oportuna a los justiciables, dejando 
así de lado cualquier posibilidad que implique demora en el desarrollo del procedimiento. 
 
b) Definición operacional. Se mide en función al análisis del cumplimiento de la 
inaplazabilidad de la audiencia única de incoación a proceso inmediato, así como el 
desarrollo de algunos factores humanos y logísticos que guardan directa relación directa 
con la adecuada aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de 
incoación a proceso inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar. 
 
2.2.2. Operacionalización de la variable V1: El principio de celeridad en la incoación a 
proceso inmediato 



















▪ Cumple con establecer y llevar a cabo 
de manera breve la audiencia. 
▪  Cumplimiento del acto de reemplazo 
al abogado inconcurrente a audiencia 
por un defensor público. 










de la audiencia 
 
▪ Cumple con el artículo 447° de 
Código Procesal Penal que prescribe 
que la audiencia única de incoación a 
proceso inmediato es inaplazable. 
▪ Aplica las medidas previstas en el 
artículo 85° del C.P.P. ante la 
inconcurrencia injustificada a 
audiencia del abogado y Fiscal. 
Factores 
logísticos 
▪ Notificación a las partes procesales. 
▪ Uso de medios tecnológicos. 
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2.3. Tipo y nivel de investigación. 
 
2.3.1. Tipo de investigación. 
 
El tipo de investigación que se desarrolló es básica, pues “no tiene propósitos aplicativos 
inmediatos, pues solo busca ampliar y profundizar el caudal de conocimientos científicos 
existentes acerca de la realidad” (Carrasco, 2018, p.43) 
 
2.3.2. Nivel de investigación. 
 
El nivel de investigación es descriptivo, porque con este tipo de estudio se busca especificar 
las propiedades, las características y los perfiles de personas, grupos, comunidades, 
procesos, objetos o cualquier otro fenómeno que se someta a un análisis. En tal sentido, este 
nivel de investigación nos dice sobre las características, cualidades ya sea internos o 
externos, propiedades y rasgos fundamentales de los hechos o fenómenos de la realidad, en 
un tiempo y momento histórico determinado (Carrasco, 2018). 
 
 
2.4. Diseño de investigación. 
 
El diseño de investigación, según Hernández, S. (2010) es el plan o estrategia que se 
desarrolla para obtener la información que se requiere en una investigación, correspondiendo 
a la presente investigación el diseño de investigación no experimental - descriptivo simple, 
en este esquema de investigación “el reto del investigador es seleccionar un grupo de estudio 
(población o muestra) y luego asimilar información actualizada respecto a una determinada 
situación o, en otras palabras, observar ciertas características del objeto de estudio” (Campos 







M: Representa a la unidad de estudio  
O1: El principio de celeridad en la incoación a proceso inmediato. 
 
2.5. Población y muestra. 
 
Población de estudio. Estuvo constituida por 194 expedientes de proceso inmediato que 
han ingresado al Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto durante el año 2017, 




M                       O1 
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Muestra. Para determinarlo se utilizó la técnica de: Muestreo aleatorio simple. Dicha 
técnica “asegura a cada sujeto de la población una oportunidad igual de integrar la muestra. 
Esta técnica puede ser empleada para seleccionar muestras a partir de poblaciones de 
cualquier tamaño e independientemente de la cantidad de sujetos de la muestra”. (Campos 
& Marroquín, 2010, p.97) 
 




        Varianza de la muestra 
Tamaño provisional de la muestra =   ---------------------------------- 





       S2    (0,5)  (0,5)             0,25 
  n 1  =   ---------  =    n 1  =   --------------------   =     --------------- =  100 




            n 1           100 
Muestra definitiva   =   ------------    =         ----------   =  66,006 =  66 
                                          1+ 100              1 + 0,515 
                                        ------ 








Por tanto, la muestra estuvo constituida por 66 expedientes de proceso inmediato ingresados 
al Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto durante el año 2017, sobre casos de 
Omisión a la Asistencia Familiar. 
 
 
2.6. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
En la vida cotidiana, se entiende por técnica a los procedimientos o maneras estandarizadas 
de realizar diversas actividades. En metodología de la investigación se refiere a los 
procedimientos mediante los cuales se genera información válida y confiable para ser 
utilizadas como datos científicos (Riega, 2010). 
La técnica empleada en la presente investigación ha sido la observación documentaria 
directa; siendo los documentos a observar los expedientes sobre proceso inmediato, 
específicamente de casos por delito de Omisión a la Asistencia Familiar; y 
Para la recolección de datos se utilizó el instrumento de lista de cotejos; el cual se aplicó 
para la observación de 66 expediente.   
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Para alcanzar la validez necesaria del presente trabajo de investigación, se recurrió a la 
técnica de juicio de expertos, donde tres profesionales expertos en el tema realizaron un 
exhaustivo análisis sobre los instrumentos elaborados. 
 
 
2.7. Técnicas de procesamiento y análisis de datos. 
 
2.7.1. Técnicas de procesamiento de datos. 
El procesamiento de los datos obtenidos, se realizó de acuerdo a los siguientes 
procedimientos: 
 
a. Tabulación por cada dimensión de los datos obtenidos como producto de las respuestas 
a los ítems planteados en el instrumento de observación. 
b. Tabulación general de las frecuencias obtenidas como producto de las respuestas a los 
ítems planteados en el instrumento de observación. 
c. Extracción del rango de las frecuencias obtenidas en el instrumento de observación.  
d. Cálculo de la media aritmética, para establecer en forma general la tendencia de las 
puntuaciones obtenidas en el instrumento de observación.  
e. Cálculo de la desviación estándar a fin de determinar el comportamiento de las 




2.7.2. Técnicas de Análisis de Datos. 
 
El análisis y la interpretación de los resultados, se presenta en gráficos estadísticos y se 
ajustan a los siguientes procedimientos: 
 
 
a. Análisis e interpretación de las puntuaciones obtenidas en el instrumento de 
observación, por cada una de las tres dimensiones consideradas. 
b. Análisis del rango de las puntuaciones obtenidas en el instrumento de observación. 
c. Análisis del promedio de los puntajes obtenidos en el instrumento de observación. 
d. Análisis e interpretación de la desviación estándar de los puntajes obtenidos en el 
instrumento de observación. 
e. Análisis e interpretación del total de las puntuaciones obtenidas con la aplicación del 
instrumento de observación. 
 
 
En base a los resultados encontrados, en el capítulo de discusión de resultados se confrontó 
con las conclusiones halladas en los antecedentes y con los planteamientos del marco 
teórico, permitiendo enriquecer este capítulo. Finalmente, las conclusiones se formularon 
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teniendo en cuenta los objetivos planteados y los resultados obtenidos dentro de la 
investigación. 
 
2.8.  Materiales y métodos. 
 
2.8.1. Materiales 
• Expedientes judiciales. 
• Decretos legislativos. 
• Materiales bibliográficos. 
• Tesis. 
• Artículos jurídicos. 
• Materiales computarizados. 
 
2.8.2.- Métodos. 
Método de estudios de casos, que se emplea para la exploración profunda y pormenorizada 






RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
3.1.  Resultados. 




 Análisis del factor humano en la aplicación del principio de celeridad en la incoación a 
proceso inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar. 
 
N° Indicadores 
Sí No Total 
N° % N° % N° % 
01 
Audiencias establecidas inmediatamente 
después de presentado el requerimiento fiscal. 
39 59% 27 41% 66 100% 
02 Audiencias realizadas en breve plazo. 11 17% 55 83% 66 100% 
03 
Cédulas de notificación generadas a más 
tardar al día siguiente de emitida la resolución. 
26 39% 40 61% 66 100% 
04 
Audiencias reprogramadas para realizarse 
dentro de un plazo breve. 
14 21% 52 79% 66 100% 
05 Asistencia de defensor público a la audiencia. 0 0% 66 100% 66 100% 
06 Asistencia del Juez a la audiencia programada. 58 88% 8 12% 66 100% 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
Gráfico 1: Análisis del factor humano en la aplicación del principio de celeridad en la incoación a proceso 
inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar. (Fuente: Elaboración propia de la investigación con datos 

























































En la tabla 1 y gráfico 1, se muestran los resultados obtenidos de la evaluación del factor 
humano en la aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación 
a proceso inmediato en delitos de Omisión a la Asistencia Familiar en el Juzgado de 
Investigación Preparatoria. Observándose que respecto a las deficiencias en el desarrollo de 
este factor, en todos los 66 casos analizados, esto es el 100%, ningún defensor público asistió 
a la audiencia para reemplazar al abogado defensor del investigado en caso de que este 
inconcurra de manera injustificada; también se verifica que en la mayoría de los casos, esto 
es el 83%, la audiencia no ha sido realizada por el juzgado dentro de un plazo breve; del 
mismo modo se verifica que también en la mayoría de los casos, esto es el 79% del total, la 
audiencia no ha sido reprogramada para realizarse dentro de un plazo breve; seguidamente 
se observa que en el 61 % de los casos, que también representa a la mayoría, el juzgado no 
ha cumplido con generar las cédulas de notificación a más tardar al día siguiente de ser 
emitidas. Por otro se advierte que, en el menor número de los casos, esto es el 41% del total, 
el juzgado no ha cumplido con establecer la audiencia inmediatamente después de 
presentado el requerimiento fiscal, también que, en la menor proporción de los casos, esto 





Análisis del cumplimiento de la inaplazabilidad de la audiencia de incoación a proceso 
inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar. 
 
N° Indicadores 
Sí No Total 
N° % N° % N° % 
1 
Cumplimiento de la inaplazabilidad de la 
audiencia 
23 35% 43 65% 66 100% 
2 
Reprogramación por inconcurrencia 
injustificada del abogado 
20 30% 46 70% 66 100% 
3 
Reprogramación para aplicarse principio 
de oportunidad 
29 44% 37 56% 66 100% 
4 
Reprogramación por inconcurrencia del 
Fiscal 
5 8% 61 92% 66 100% 
5 
Reprogramación por falta de notificación 
al imputado 
23 35% 43 65% 66 100% 
6 
Reprogramación por falta de notificación 
al agraviado 
1 2% 65 98% 66 100% 
7 Sanción al abogado defensor 0 0% 66 100% 66 100% 




Gráfico 2: Análisis del cumplimiento de la inaplazabilidad de la audiencia de incoación a proceso inmediato 
en casos de Omisión a la Asistencia Familiar. (Fuente: Elaboración propia de la investigación con datos 
recogidos de la ficha de observación) 
 
En la tabla 2 y gráfico 2, se muestran los resultados obtenidos a la evaluación del 
cumplimiento de la aplazabilidad de la audiencia de incoación a proceso inmediato en delitos 
de Omisión a la Asistencia Familiar en el Juzgado de Investigación Preparatoria. 
Observándose que de los 66 expedientes judiciales que fueron procesados, en su mayoría, 
esto es el 65% del total, el juzgado no ha dado cumplimiento a la inaplazabilidad de la 
audiencia; asimismo que, respecto a las causas de reprogramación de audiencia, la principal 
causa que representa a un 44% de los casos fue por motivo de aplicarse un principio de 
oportunidad en una próxima fecha a favor del imputado, la siguiente causa de 
reprogramación de audiencia, que representa a un 35% del total de los casos fue debido a la 
falta de notificación al imputado antes de la audiencia, y en tercer lugar, el 30% de los casos 
fueron reprogramados por motivo de la inconcurrencia injustificada del abogado defensor 
del investigado a la audiencia; por otra parte en una menor proporción, esto es el 8% de los 
casos, la audiencia fue reprogramada por motivo de inconcurrencia del representante del 
Ministerio Público a la audiencia; y la causa mínima de reprogramación de audiencia, que 
representa a un 2% del total fue por motivo de falta de notificación al agraviado con la 
resolución de citación a audiencia. Finalmente se verifica que en ninguno de los casos el J 
Juez estableció sanción alguna al abogado defensor del investigado, no obstante a que en el 

























































Análisis del factor logístico en la aplicación del principio de celeridad en la incoación a 
proceso inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar. 
 
N° Indicadores 
Sí No Total 
N° % N° % N° % 
1 
Notificación válida al agraviado antes de 
la audiencia 
65 98% 1 2% 66 100% 
2 
Notificación válida al investigado antes de 
la audiencia 
43 65% 23 35% 66 100% 
3 
Se recabó los cargos de notificación de 
manera oportuna 
43 65% 23 35% 66 100% 
4 
Empleo de medios tecnológicos para 
notificar al investigado 
27 41% 39 59% 66 100% 
5 
Empleo de medios tecnológicos para 
notificar al agraviado 
36 55% 30 45% 66 100% 
Fuente: Elaboración propia de la investigación con datos recogidos de la ficha de observación 
 
 
Gráfico 3: Análisis del factor logístico en la aplicación del principio de celeridad en la incoación a proceso 
inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar. (Fuente: Elaboración propia de la investigación con 
datos recogidos de la ficha de observación) 
 
En la tabla 3 y gráfico 3, se muestran los resultados obtenidos de la evaluación del factor 
logístico en la aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación 
a proceso inmediato en delitos de Omisión a la Asistencia Familiar en el Juzgados de 
Investigación Preparatoria. Observándose que respecto a las deficiencias relacionadas a este 







































juzgado no notificó válidamente al imputado antes de la audiencia, y en igual proporción de 
los casos el juzgado no cumplió con recabar de forma oportuna los cargos de notificación; 
por otra parte también se advierte que el juzgado sí hizo uso de medios tecnológicos -celular- 
para efectuar sus notificación, en el caso de los imputados en el 41% del total, y en el caso 






Resultados de la aplicación de la ficha de observación por puntajes 
 









27 25 25 25 25 25 
29 23 6 25  1.2 
25 25 26 24 24 25 
29 24 23 25 23 25 
24 26 25 24 24 25 
25 29 23 23 25 25 
27 25 23 25 26 25 
25 25 26 24 24 25 
25 25 23 28 25 26 
24 26 25 24 24 27 
25 25 24 24 25 26 
25 26 25 27 25 24 
Fuente: Elaboración propia de la investigación con datos recogidos de la ficha de observación 
 
En la tabla 4, se muestran todos los resultados por puntajes obtenidos de la aplicación del 
instrumento de observación sobre la muestra que ha estado conformada por 66 expedientes 
de proceso inmediato en delitos de Omisión a la Asistencia Familiar seguidos en el Juzgados 
de Investigación Preparatoria, 2017. Observándose que, del total de los puntajes el valor 
máximo obtenido ha sido 29 y el valor mínimo obtenido ha sido 23, obteniendo 6 como 
valor del rango, asimismo se observa que el promedio del total de los puntajes obtenidos es 
25; finalmente se observa que en el total de los puntajes obtenidos existe una desviación 






Nivel de aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a 






Fi Hi % 
DEFICIENTE 18  -  24 20 0.3030303 30% 
REGULAR 25  -   30 46 0.6969697 70% 
ADECUADO 31 -   36 0 0 0% 
TOTAL 66 1 100% 
Fuente: Elaboración propia de la investigación con datos recogidos de la ficha de observación 
 
 
Gráfico 4: Nivel de aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso 
inmediato en delitos de Omisión a la Asistencia Familiar. (Fuente: Elaboración propia de la investigación 
con datos recogidos de la ficha de observación) 
 
En la tabla 5 y gráfico 4, se muestran la tabulación general de los resultados obtenidos de la 
aplicación del instrumento de observación sobre la muestra que ha estado conformada por 
66 expedientes de proceso inmediato en delitos de Omisión a la Asistencia Familiar seguidos 
en el Juzgados de Investigación Preparatoria, 2017. Observándose que, 20 expediente que 
representan el 30% del total de la muestra, se ha encontrado en un nivel deficiente de 
aplicación del principio de celeridad, asimismo que 46 expedientes que representan el 70% 














celeridad, finalmente se observa que ningún expediente se ha encontrado en un nivel 
adecuado de aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a 
proceso inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar. 
 
3.2.- Discusión. 
De acuerdo con el primero objetivo planteado, esto es analizar el factor humano en la 
aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso 
inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar, es de precisar que en el Juzgado de 
Investigación Preparatoria existe un grupo humano (Juez, especialistas y asistentes) quienes 
tienen como labor desarrollar tareas específicas e importantes para que el proceso se lleve a 
cabo de forma célere, en este sentido en el Acuerdo Plenario N° 2-2016/CJ-116 se ha dejado 
establecido que como el principio de celeridad es una de las características del proceso 
inmediato, i) la audiencia única de incoación a proceso inmediato debe ser señalado o 
establecido inmediatamente de presentado el requerimiento fiscal, ii) Notificarse la 
resolución a más tardar al día siguiente hábil; y iii) Realizarse la audiencia dentro de un 
plazo breve, siempre mayor de cuarenta y ocho horas y menor a cinco días de recepcionado 
por el juzgado el requerimiento. 
En el presente caso de estudio de la evaluación realizada se ha podido apreciar que estas tres 
acciones que tienen por finalidad garantizar la celeridad del proceso inmediato no se 
cumplen en gran medida, así se ha determinado que en el 41% de los expedientes no se ha 
señalado o establecido la audiencia de manera inmediata a la presentación del requerimiento 
fiscal, por inmediato deberá entenderse como indica la Real Academia Española, que sucede 
enseguida, sin tardanza, por lo que la audiencia deberá ser señalada a más tardar al día 
siguiente de recibido por el juzgado el requerimiento fiscal, situación que no ocurre con un 
gran número de casos; asimismo se ha determinado que en el 83% de los casos la audiencia 
no fue realizada por el juzgado dentro de un plazo breve, esto es en un plazo mayor a 48 
horas y menor a cinco días de presentado el requerimiento fiscal, conforme lo indica el 
mencionado Acuerdo Plenario 2-2016/CJ-116, habiéndose cumplido con esto solo en un 
17% de los casos; de igual modo se ha determinado que en el 61% de los casos el juzgado 
no generó las cédulas de notificación a más tardar al día siguiente de emitida la resolución 
en la que se cita a audiencia de incoación, acción que sí se hizo solo en un 39% de los casos. 
Igualmente se ha determinado que ante las reprogramaciones de las audiencias que se ha 
dispuesto, en un gran número de casos el juzgado tampoco ha señalado la nueva fecha dentro 
de un plazo breve, pues únicamente en un 21% de los casos el juzgado reprogramó la 
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audiencia dentro de un plazo breve, lo cual no ocurrió con el otro 79% de los casos; también 
se ha determinado que en 12% de los casos el Juez no asistió a la audiencia programada, 
habiendo advertido la autora del presente que en un 80% de casos ha sido debido a que el 
Juez ha tenido que atender otras audiencias. 
 
Por tanto, se verifica que el personal del juzgado (jueces, especialistas y asistentes) no se 
encuentran cumpliendo, en todos los casos, con desarrollar sus labores de forma inmediata, 
lo cual afecta a la celeridad del proceso. En tal sentido Velásquez (2017) en su trabajo de 
investigación titulada “Proceso inmediato y celeridad procesal en el Distrito Judicial del 
Cusco – sede central” señala que uno de los problemas relacionadas a la correcta 
implementación de las modificatorias del proceso inmediato es que el Gobierno debió tener 
en cuenta otros factores primordiales como contar con mayores recursos humanos acorde 
con la implementación y correcta aplicación del proceso inmediato, recomendando este 
autor que a fin de cumplir y respetar con los plazos, se debe dotar al juzgado, entre otros 
aspectos, de mayores recursos humanos. De igual forma Saca (2017) en su estudio “la 
aplicación del proceso inmediato regulado en el código procesal penal con la modificatoria 
del decreto legislativo N° 1194 en el Distrito Judicial del Santa-2016”, señala en cuanto a 
los casos por delitos de Omisión a la Asistencia Familiar y conducción en estado de ebriedad 
o drogadicción que se tramitan en dicho Distrito Judicial que, entre otros factores, la falta 
de recursos humanos hace que sea imposible la resolución rápida de los procesos y de este 
modo culminen de manera pronta; por lo tanto, en opinión nuestra, la autora manifiesta que 
es necesario proveer al juzgado con un mayor número de trabajadores (entre jueces, 
especialistas y asistentes) para que puedan responder de manera adecuada frente a la carga 
laboral y actuar de forma célere frente a los casos de incoación a proceso inmediato por los 
delitos de Omisión a la Asistencia Familiar.  
 
Por otro lado, un punto muy importante respecto a este factor humano se verifica al haber 
determinado que en ninguno de los casos asistió a la audiencia de incoación a proceso 
inmediato un abogado de la defensa pública a fin de que asuma la defensa del imputado en 
caso de inconcurrencia injustificado de su abogado, esto significa que en ninguno de los 
casos el Juez de la Investigación Preparatoria ha ordenado el cumplimiento del artículo 85° 
del Código Procesal Penal que prescribe en el supuesto que el abogado no concurra a una 
diligencia de carácter inaplazable, como lo es la audiencia de incoación a proceso inmediato, 
será reemplazado por otro que en el acto designe el imputado, o en su defecto por un defensor 
público, llevándose adelante la diligencia, esto no obstante a que conforme se determinó al 
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momento de analizar la inaplazabilidad de la audiencia, en el 30% de los casos el abogado 
defensor del imputado ha inconcurrido injustificadamente a la audiencia, situación ante el 
cual juzgado ha ordenado su reprogramación, en tal sentido es de opinión de la autora que 
este contexto es realmente alarmante si se tiene en consideración que la audiencia única es 
inaplazable justamente para el cumplimiento del principio de celeridad, como así lo señaló 
San Martín (2016); siendo que en otros Distritos Judiciales en cambio han establecido 
directivas vinculantes para garantizar el cumplimiento de dicho artículo 85°, así por ejemplo 
la Corte Superior de Justicia de La Libertad, en un acuerdo de los jueces titulares de las salas 
penales de dicha corte, aprobaron el Acuerdo 3-2017-SPS-CSJLL, en el cual establecieron 
que para garantizar el cumplimiento del artículo 85° del Código Procesal Penal, en las 
resoluciones de citación a una audiencia de carácter inaplazable, se deberá consignar el 
apercibimiento expreso de exclusión del abogado defensor que inasista y su reemplazo por 
un defensor público; acción que involucra la presencia de un defensor público en la 
audiencia para asumir la defensa en caso de inconcurrencia injustificada del abogado; 
acuerdo que la autora considera debe ser imitada por el Distrito Judicial de San Martín. 
Asimismo es de precisar que con el estudio de los casos, la autora ha podido advertir que el 
Juez es consciente que en los casos de inconcurrencia injustificada del abogado defensor del 
imputado incumple lo prescrito en el artículo 85° del Código Procesal Penal, señalando así 
en sus actas de audiencia, por ejemplo en el expediente N° 539-2017-PE que “si bien la 
norma procesal indica que las audiencias de procesos inmediatos son inaplazables, que debe 
sustituirse en el mismo acto por un defensor público, en el distrito judicial no existe el 
número suficiente de defensores públicos quienes ya tienen audiencias designadas con 
anterioridad como para ser llamados y concurrir en el mismo acto”, ello nos lleva a recoger 
las ideas de Guillermo (2017) quien considera que es un avance que se dote de mayor 
eficacia al proceso inmediato, asegurando la participación de los defensores públicos en las 
audiencias inaplazables, pues asegura que la inconcurrencia de los abogados defensores es 
una de las principales causas de la frustración de las audiencias, sin embargo resalta también 
que esta medida tiene que ir acompañada de la voluntad política de incrementar el número 
de defensores públicos que en muchos distritos judiciales resultan insuficientes para atender 
la carga procesal, opinión que la autora del presente comparte plenamente, pues como se ha 
determinado en esta investigación en ninguno de los casos analizados ha concurrido un 
defensor público para asumir la defensa del imputado en caso de inconcurrencia injustificada 
del abogado y conforme a la justificación del Juez para no aplicar el artículo 85°, tendría 
como causa el reducido número de defensores con los que se cuenta en esta sede, por lo que 
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es necesario que el gobierno peruano incremente en este distrito judicial el número de 
defensores públicos. 
 
De acuerdo con el segundo objetivo planteado, esto es analizar la aplazabilidad de la 
audiencia única de incoación a proceso inmediato en delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar en el Juzgados de Investigación Preparatoria, 2017, para la discusión de los 
resultados obtenidos con la aplicación de la ficha de observación a los expedientes que 
formaron parte de la muestra, es de tener presente que conforme lo prescribe el artículo 447° 
del Código Procesal Penal, la audiencia única de incoación a proceso inmediato es de 
carácter inaplazable, por lo que al ser así, rige lo establecido en el artículo 85° del Código 
Procesal Penal, esto es que ante la inconcurrencia injustificada del abogado defensor del 
imputado, deberá ser reemplazado en el acto por otro abogado que designe el imputado, o 
en su defecto por un defensor público, llevándose adelante la audiencia en la hora y fecha 
programada. 
 
En este sentido, conforme a los resultados obtenidos, se ha determinado que en un 65% del 
total de los expedientes el Juez no ha cumplido con inaplazar la audiencia de incoación a 
proceso inmediato conforme el artículo 85° del Código Procesal Penal, esta situación es gran 
importancia pues como señala San Martín (2016), la audiencia única es inaplazable en 
cumplimiento del principio de celeridad, esto significa que el carácter inaplazable de la 
audiencia de incoación a proceso inmediato se ha establecido justamente por la naturaleza 
célere de este proceso, ya que con ello el legislador ha querido garantizar que no se produzca 
dilaciones indebidas del proceso inmediato por la inconcurrencia del abogado defensor del 
imputado y de esta forma cumplir con  uno de los objetivos de este proceso, que es resolver 
la controversia forma célere. Por lo tanto el incumplimiento de la inaplazabilidad de la 
audiencia en un gran número de casos afecta de gran manera al principio de celeridad que 
debería regir en el desarrollo de este tipo de proceso especial, pues en lugar de resolver el 
requerimiento en la fecha y hora programada, se dispone su reprogramación para una nueva 
fecha, y teniendo en cuenta que, como se señaló anteriormente, se ha determinado que en un 
79% de expedientes la audiencia ha sido reprogramada fuera de un plazo breve, la afectación 
al principio de celeridad se torna aún mayor 
 
Asimismo, con el presente estudio se ha establecido que en un 30% del total de los casos la 
audiencia única de incoación a proceso inmediato ha sido reprogramada debido a la 
inconcurrencia injustificada del abogado defensor, inobservando lo establecido en el artículo 
85° inciso 1) del Código Procesal Penal, situación que como se señaló anteriormente se 
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encuentra relacionada con el insuficiente número de defensores públicos que hay en este 
distrito judicial; asimismo se ha determinado que en ninguno de los casos el Juez ha 
establecido sanción alguna para el abogado defensor, no obstante ello a pesar que en el 30% 
de los casos el abogado no concurrió a la audiencia sin señalar justificación alguna, 
inobservando totalmente lo prescrito en el artículo 85° inciso 3) del Código Procesal Penal 
que indica que el Juez competente “sanciona” al abogado defensor que injustificadamente 
no asiste a una diligencia a la que ha sido citado, que de conformidad con el artículo 292° 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, puede ser amonestación o una multa no menor a 1 ni 
mayor a 20 URP; advirtiéndose de la lectura de este artículo  que ante la inconcurrencia 
injustificada del abogado a una audiencia el juzgado deberá establecerle en todos los casos 
una sanción, pues el término “sanciona” no se entiende como una posibilidad de que el 
juzgado pueda o no pueda establecer sanción, sino que de forma imperativa el legislador ha 
dispuesto que ante un hecho de inconcurrencia injustificada del abogado a audiencia, el 
juzgado deber imponerle una sanción, lo cual que en ninguno de los casos de inconcurrencia 
injustificada del abogado defensor se ha cumplido. Situación que debe cambiar de forma 
inmediata pues en opinión nuestra, la autora manifiesta que dicho artículo tiene como 
finalidad desincentivar las malas prácticas de ciertos abogados que no concurren a las 
audiencias, como señala Zelada (2015) ya sea por algún interés o por negligencia; entonces 
la no aplicación del mencionado dispositivo legal por parte del Juez provoca que los 
abogados sigan inconcurriendo a la audiencia, sin temor a recibir sanción alguna. 
 
Ante esta situación, el Distrito Judicial de San Martín debe imitar por ejemplo acciones que 
se realizan en el Distrito Judicial de La Libertad, donde se ha aprobado el Acuerdo 3-2017-
SPS-CSJLL con la finalidad de garantizar el cumplimiento del artículo 85° del Código 
Procesal Penal, establecieron que en las  resoluciones de citación a una audiencia inaplazable 
deberá consignarse el apercibimiento de exclusión del abogado defensor inasistente y 
reemplazo por defensor público, así como el apercibimiento de imponerse una sanción 
(amonestación o multa) conforme al artículo 292° de la LOPJ, comunicándose a la 




En el presente estudio se ha determinado también que en un 44% de los expedientes, la 
audiencia ha sido reprogramada por motivo de aplicarse un principio de oportunidad en una 
nueva fecha, es decir en audiencia el abogado del investigado solicita al Juez que se 
reprograme la audiencia, en varias oportunidades esta reprogramación se prolonga hasta en 
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un mes, con la finalidad de que el investigado junte el monto de dinero que adeuda por 
devengados, pague en la próxima audiencia y consecuentemente se le aplique un principio 
de oportunidad; sin embargo, es de precisar que conforme lo establece el artículo 447° del 
Código Procesal Penal la audiencia única de incoación a proceso inmediato es de carácter 
inaplazable, no estableciendo en ninguna parte del mencionado cuerpo normativo, causa de 
excepción alguna por esta razón, por lo que disponer la reprogramación de la audiencia con 
la excusa de dar tiempo al investigado para aplicársele un principio de oportunidad no resulta 
adecuado, pues afecta directamente a la celeridad de este proceso. 
 
Asimismo, dicha acción resulta inadecuada por cuanto la autora del presente trabajo de 
investigación ha podido advertir de la observación de los expedientes que en el 59% de los 
casos en las que el Juez reprogramó la audiencia por este motivo, por más que el Juez le 
otorgó un plazo extra no cumplió el investigado con pagar la reparación civil, por lo tanto 
no se le aplicó principio de oportunidad y se continuó con el proceso, habiéndose conseguido 
el investigado únicamente alargar el proceso, siendo que solamente en el otro  41% de los 
casos el imputado pagó la reparación civil y se le aplicó un principio de oportunidad. 
 
También se ha podido determinar que únicamente en el 8% de los expedientes observados 
el representante del Ministerio Público no asistió a la audiencia, motivo por el cual ha tenido 
que reprogramarse la misma, pues sin su presencia no es posible llevar adelante la audiencia, 
en este caso, contrario a lo que sucede en el caso de los abogados, la autora ha podido 
observar que en ante todas las inconcurrencias del Fiscal a la audiencia, el Juez si ha dado 
cumplimiento a lo prescrito en el artículo 85° del C.P.P., ordenando la remisión de copias al 
Órgano de Control del  Ministerio  Público, para que se le investigue y sanciones 
disciplinariamente, situación que como se indicó antes en ningunos de los casos de 
inconcurrencia injustificada de los abogados se ha dado, por lo que es evidente el trato 
diferencia que realiza el Juez ante dos situaciones similares, siendo que a opinión de la 
autora, el Juez debería también establecer sanción para todos los abogados que inconcurren 
injustificadamente a la audiencia, conforme a los fundamentos señalados anteriormente. 
 
Por otra parte, también se ha podido determinar que en un 35% del total de los expedientes 
observados, la audiencia fue reprogramada debido a la falta de notificación al imputado con 
la resolución que cita a audiencia; reprogramación que la autora considera se encuentra 
totalmente justificado, pues comparte la opinión de Mendoza (2016), quien se pregunta si el 
Juez debería señalar audiencia sin el correcto emplazamiento al imputado, respondiendo que 
dicha situación no es posible, y claramente esto es así por cuanto si no existe una adecuada 
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notificación de la resolución, el imputado indefectiblemente no va asistir a la audiencia 
porque no tiene conocimiento del mismo, y llevar adelante la audiencia no obstante ello, 
sería atentar contra su derecho a la defensa; diferente es el caso que a pesar de tener 
conocimiento de la audiencia, el imputado decide simplemente no asistir, en esa situación 
como señala Oré (2016) el Juez si puede llevar a cabo la audiencia porque no es obligatoria 
la presencia del investigado para que se instale y desarrolle la audiencia. Como se puede 
apreciar, esta causa de reprogramación de la audiencia se encuentra totalmente relacionada 
con el tema de la notificación, el mismo que para el presente estudio ha sido considerado 
como un factor logístico, cuya evaluación se ha realizado y a continuación se procederá a 
ahondar en la discusión de los resultados obtenidos. 
 
De acuerdo con el tercer objetivo planteado, esto es analizar el factor logístico en la 
aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso 
inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar, es de precisar que en los procesos 
judiciales, uno de los ámbitos en los que se desarrolla la logística, es decir un conjunto de 
operaciones que incluye diversos medios y métodos para lograr un determinado fin, es el 
tema de la notificación de resoluciones. Con el presente estudio se ha podido determinar 
que, en una gran cantidad de expedientes, esto es el 35% del total, el juzgado no notificó 
válidamente al imputado antes de la audiencia; resultado que nos indica que no existe un 
adecuado sistema logístico en el Juzgado Penal de Investigación Preparatoria de Tarapoto 
que garantice la correcta notificación al investigado antes de la audiencia; en tal sentido la 
autora del presente trabajo de investigación coincide plenamente con lo señalado por el 
Consejo Ejecutivo del Poder Judicial en la Resolución Administrativa N° 342-2016-CE-PJ 
en el sentido de resaltar el problema de los errores y demora en las notificaciones como uno 
de los principales factores de frustración de las audiencias, ello por cuanto como se señaló 
anteriormente, se ha determinado que la no notificación del investigado antes de la 
audiencia, trae como consecuencia que el Juez disponga su reprogramación, siendo que en 
el caso de estudio el 35% del total de los expedientes observados han sido reprogramadas 
por esta causa, situación que afecta la celeridad del proceso inmediato . 
 
Asimismo, la autora coincide con lo señalado por Huayanay et al. (2018) en su investigación 
titulada “la aplicación del proceso inmediato en el delito de conducción de vehículo en 
estado de ebriedad el distrito de Huánuco, 2015-2016”, quien señala que si bien la norma 
existe y se viene aplicando, sin embargo no está resultado eficaz, debido a que existen 
porcentajes importantes de reprogramación de diligencias por defectos en las notificaciones, 
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lo cual provoca que se generen gastos innecesarios en logística, así como en tiempo que 
pudo ser empleado en otras audiencias, además que los casos no pueden resolverse con 
prontitud y en su oportunidad. Por lo que es de opinión de la autora que ante esta situación 
es necesario que establezcan y desarrollen adecuados procesos logísticos dentro del Poder 
Judicial, con una adecuada coordinación entre las distintas sedes a nivel nacional, 
priorizando a las cédulas de notificación de los casos seguidos mediante el proceso 
inmediato, esto a fin de notificar y recabar oportunamente los cargos de notificación. 
 
También, con la presente investigación se ha determinado que el juzgado ha empleado 
medios tecnológicos -celular- para efectuar sus notificaciones, en un 55% de los casos a la 
parte agraviada y en un 41% de los casos a los investigados, en tal sentido, se verifica que 
para el caso de los agraviados existe regular empleo del celular como medio para efectuar 
su notificación, sin embargo en el caso del investigado esto se da en un menor porcentaje; 
llama severamente la atención de la investigadora el advertir con la observación de los 
expedientes que en varios casos el uso de este medio tecnológico para efectuar la 
notificación al investigado recién se ha dado luego de desarrollada la primera audiencia 
única de incoación al proceso inmediato, donde no concurre el investigado a audiencia y el 
Juez pregunta a la parte agraviada si cuenta con algún número de celular del investigado, 
quien otorga en dicho acto el número de celular del investigado, procediendo recién a hacer 
uso de ese medio para notificarle al investigado, en unos casos el Juez en el momento mismo 
de la audiencia procede a llamarlo para notificarle la reprogramación de la audiencia y en 
otros casos ordena que el asistente efectúe la notificación de la reprogramación al 
investigado a dicho número de celular. Ante esto, en opinión de la autora es muy importante 
que el representante del Ministerio Público durante las diligencias preliminares recabe esta 
información (número de celular del investigado), para consignarlo en su requerimiento, y no 
esperar una reprogramación de la audiencia para recién notificar al investigado por este 
medio; en este sentido Huaylla (2016), quien manifiesta que para evitar seguir teniendo 
problemas con las notificaciones, es importante que los fiscales durante las diligencias 
preliminares obtengan toda la información posible para la ubicación de los sujetos 
procesales, esto es respecto al domicilio exacto, números de celulares propios o de otras 
personas de confianza, correo electrónico, con la finalidad de que el Poder Judicial pueda 
efectuar una adecuada notificación. 
 
Asimismo, Saca (2017) en su investigación titulada “La aplicación del proceso inmediato 
regulado en el código procesal penal con la modificatoria del decreto legislativo N° 1194 en 
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el Distrito Judicial del Santa - 2016”, manifiesta en una de sus conclusiones que para poder 
generar mayor rapidez en los procesos se debe reforzar las notificaciones, entre otras, 
mediante las vías telefónicas; opinión que comparte la autora de la presente investigación 
por cuanto mediante el empleo de las vías de comunicación telefónica se acortan distancias 
y tiempo, y sobre todo aporta a la celeridad del proceso por cuanto no se tiene que esperar 
mucho tiempo para que las partes procesales tomen conocimiento por ejemplo de la fecha 
en la que ha sido programada la audiencia.  
 
De acuerdo con el cuarto objetivo planteado, esto es determinar el nivel significativo de la 
aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso 
inmediato en casos de Omisión a la Asistencia Familiar del Juzgado de Investigación 
Preparatoria, Tarapoto, luego de evaluado el factor humano y logísticos, así como la 
aplazabilidad de la audiencia en cada uno de los expedientes que forman parte de la muestra, 
se ha demostrado que el 30% de los expedientes presentan un nivel deficiente de aplicación 
del principio de celeridad, y el 70% de los expedientes presentan un nivel regular de 
aplicación del principio de celeridad y ningún expediente presenta un nivel adecuado de 
aplicación del principio de celeridad, por lo que se afirma que el nivel significativo de 
aplicación del principio de celeridad es regular. 
 
Asimismo, se ha determinado que el mayor puntaje que se ha obtenido es 29 y el valor 
mínimo que se ha obtenido es 23, por lo tanto el rango existente entre los puntajes es de 6, 
es decir el recorrido entre estos dos puntajes obtenidos no es muy grande, si se tiene en 
consideración que conforme a la escala de valoración establecida, la diferencia entre los 
puntajes máximo y mínimo es 18. También se ha determinado que en promedio el puntaje 
obtenido es 25, por lo tanto en promedio los expedientes se encuentran en un nivel regular 
de aplicación del principio de celeridad; además que el grado de dispersión entre los puntajes 
obtenidos es mínima, esto es 1,2 con lo que se demuestra que existe muy poca variabilidad 
en todos los puntajes obtenidos.  
 
Frente a estos resultados, la autora de la presente investigación comparte plenamente lo 
señalado Huayanay et al. (2018) en su investigación titulada “la aplicación del proceso 
inmediato en el delito de conducción de vehículo en estado de ebriedad el distrito de 
Huánuco, 2015-2016”, en donde concluyen que se evidencia que existe deficiencias 
operativas en la aplicación del proceso inmediato, como es la falta de cantidad de suficientes 
de jueces y especialistas de causas y audiencias que puedan atender los procesos inmediatos, 
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las constantes reprogramaciones de audiencias y falta de medios logísticos impiden que los 
casos sometidos a procesos inmediatos sean resueltos conforme a ley; Asimismo la autora 
comparte lo señalado por Velásquez (2017) en su investigación titulada  “Proceso inmediato 
y celeridad procesal en el Distrito Judicial del Cusco – sede central”, en donde concluye que 
la reforma del proceso inmediato en el distrito judicial del Cusco no cumple su finalidad, la 
cual es generar celeridad procesal. En tal sentido es de consideración de la autora que, para 
lograr un nivel óptimo o adecuado de cumplimiento del principio de celeridad en el proceso 
inmediato, específicamente en los casos de omisión a la asistencia familia, es necesario 
superar las deficiencias antes advertidas y se encuentran vinculadas a factores humanos, 





1. Respecto al factor humano, se ha determinado que en la mayoría de los casos el personal 
del juzgado no desarrolla sus labores de forma célere, pues en el 83% de los casos la 
audiencia no fue realizada por el juzgado dentro de un plazo breve, en el 79% de los 
casos las audiencias no han sido reprogramadas para realizarse dentro de un plazo breve 
y en el 61% de los casos no se generaron las cédulas de notificación a más tardar al día 
siguiente de emitida la resolución. 
 
2. Respecto al cumplimiento de la inaplazabilidad de la audiencia, se ha determinado que 
en la mayoría de los casos, esto es el 65%, el juzgado no da cumplimiento a la 
inaplazabilidad de la audiencia; asimismo que la principal causa de reprogramación de 
audiencia, esto es en un 44% de los casos, es por motivo de aplicarse un principio de 
oportunidad a favor del imputado. 
 
3. En cuanto al factor logístico se ha determinado que, en un gran porcentaje de los casos, 
esto es el 35%, el juzgado no cumplió con notificar válidamente al imputado antes de 
la audiencia ni recabó sus cargos de notificación de manera oportuna; además que el 
juzgado si hace uso de medios tecnológicos -celular- para efectuar sus notificaciones, 
en el caso de los imputados en un 41% y en el caso de los agraviados en un 55%. 
 
4. Se ha determinado que el 70% de los expedientes analizados presentan un nivel regular 
de aplicación del principio de celeridad, el 30% presentan un nivel deficiente, y ningún 
expediente presenta un nivel adecuado de aplicación del principio de celeridad; 
asimismo que en promedio el puntaje obtenido es 25, es decir en promedio los casos se 
encontraron en un nivel regular de aplicación del principio de celeridad. 
 
5. Se ha probado la hipótesis planteada, por cuanto se ha determinado que el nivel de 
aplicación del principio de celeridad en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso 
inmediato en delitos de Omisión a la Asistencia Familiar del Juzgado de Investigación 







1. Al Gobierno peruano, debe dotar de un mayor número de trabajadores al Juzgado de 
Investigación Preparatoria (entre jueces, especialistas y asistentes) para que puedan 
responder de manera adecuada frente a la carga laboral y actuar de forma célere en los 
procesos inmediatos por delitos de Omisión a la Asistencia Familiar. Asimismo, debe 
implementar el número de defensores públicos en la sede del Ministerio de Justicia de 
Tarapoto. 
 
2. Al Juez de Investigación Preparatoria, cumpla en todos los casos de inconcurrencia 
injustificada del abogado del investigado a la audiencia, con disponer una sanción para 
el abogado, conforme a lo prescrito en el artículo 85° inciso 3) del Código Procesal 
Penal. Además, no aplace (reprograme) la audiencia por motivo de aplicarse un 
principio de oportunidad a favor del investigado en una nueva fecha, debiendo aplicarlo 
en la misma audiencia, siempre y cuando en ese momento se de las condiciones legales 
para aplicarlo. 
 
3. Al Poder Judicial, debe establecer y desarrollar adecuados procesos logísticos, con una 
óptima coordinación en todas sus sedes, a fin de que se dé prioridad al diligenciamiento 
de las cédulas de notificación de los casos de proceso inmediato en delitos de Omisión 
a la Asistencia Familiar, a fin de notificar y recabar oportunamente los cargos de 
notificación al imputado. 
 
4. Al Ministerio Público, durante las diligencias preliminares debe recabar la información 
de la dirección domiciliaria exacta del investigado, así como su número de celular 
propio y de personas de su confianza a fin consignarlo en su requerimiento fiscal. 
 
5. Al investigador, que realicen su análisis del nivel de cumplimiento del principio de 
celeridad en la etapa de juicio oral, para identificar si se presenta la misma problemática 
que en el desarrollo de la etapa de incoación a proceso inmediato, asimismo puede tomar 
como muestra casos sobre los otros supuestos de aplicación de proceso inmediato, como 
son: delito evidente, confesión y delito de conducción de vehículo en estado de 
ebriedad, para realizar las comparaciones respectivas con respecto a los resultados 
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Protocolo de la Investigación 
El instrumento de observación, consta de 18 ítems, los cuales; presenta 3 dimensiones: la 
dimensión: factores humanos que consta de 6 ítems, la dimensión Inaplazabilidad de 
audiencias que consta de 7 ítems y la dimensión factores logísticos consta de 5 ítems. 
Cada ítem posee dos alternativas y una opción como respuesta, con su respectiva puntuación. 
• Sí  (02) 
• No (01) 
El nivel de puntaje general tiene como: 
Máximo puntaje que puede obtener 36 puntos. 
El puntaje promedio que se puede obtener es 27 puntos. 
Mínimo puntaje que puede obtener 18 puntos.  
 
ESCALA DE VALORACIÓN 
NIVEL DE EVALUACIÓN PUNTAJE ENTRE 
Deficiente 18  -  24 
Regular 25  -  30 
Adecuado 31  -  36 
 
• El criterio de eficiencia será definido por puntuaciones sobre el puntaje medio. 




Instrumento de observación 
 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN MARTÍN 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 






























¿La audiencia fue establecida inmediatamente después de 
presentado el requerimiento fiscal? 
  
02 ¿La audiencia se realizó dentro de un breve plazo?   
03 
¿Las cédulas de notificación se generaron a más tardar al día 
siguiente de emitida la resolución?  
  
04 




¿Asistió a audiencia un defensor público para reemplazar al 
defensor que inconcurre injustificadamente? 
  

























07 ¿Se cumplió con el inaplazamiento de la audiencia?   
08 
¿Se reprogramo la audiencia por motivo de inconcurrencia 
injustificada del abogado? 
  
09 
¿Se reprogramó la audiencia por motivo de aplicarse un 
principio de oportunidad? 
  
10 




¿Fue reprogramada la audiencia por motivo de falta de 
notificación al imputado? 
  
12 
¿Fue reprogramada la audiencia por motivo de falta de 
notificación a la parte agraviada? 
  














s 14 ¿Se notificó válidamente al agraviado antes de la audiencia?   
15 ¿Se notificó válidamente al investigado antes de la audiencia?   
16 








¿Se emplearon medios tecnológicos para la notificación a la 
parte agraviada? 
  
ESCALA DE VALORACIÓN 
NIVEL DE EVALUACIÓN PUNTAJE ENTRE 
Deficiente 18  -  24 
Regular 25  -  30 













































1 2 2 2 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 2 27 
2 1 2 2 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
3 2 1 2 2 1 2 2 1 1 2 1 1 1 2 2 2 2 2 29 
4 2 1 2 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 24 
5 1 1 2 1 1 2 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
6 1 1 2 2 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 2 2 27 
7 2 1 2 2 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 25 
8 2 1 2 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
9 1 2 1 2 1 1 2 1 1 2 2 1 1 2 1 1 1 1 24 
10 1 1 1 2 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 2 2 25 
11 1 2 2 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
12 1 2 1 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 2 2 25 
13 2 1 1 1 1 1 2 1 1 1 1 1 1 2 2 2 2 2 25 
14 1 1 2 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 2 24 
15 2 1 1 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 2 2 26 
16 2 2 2 2 1 2 2 1 1 1 1 1 1 2 2 2 2 2 29 
17 2 1 1 1 1 2 1 1 2 2 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
18 2 1 2 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 2 25 
19 2 1 2 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
20 2 1 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 2 2 26 
21 2 1 1 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 2 2 25 
22 1 1 2 2 1 2 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 26 
23 1 1 1 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 2 2 25 
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24 2 2 1 1 1 2 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 26 
25 1 1 1 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 1 1 23 
26 1 1 2 1 1 2 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
27 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 2 23 
28 2 1 1 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 23 
29 1 2 1 2 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 1 2 26 
30 2 1 1 1 1 2 1 1 2 1 2 1 1 2 1 1 1 1 23 
31 2 1 1 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 2 2 25 
32 2 1 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 24 
33 2 1 1 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 1 2 25 
34 2 1 1 1 1 2 1 1 2 1 2 1 1 2 1 1 2 2 25 
35 2 1 1 1 1 1 2 1 1 2 2 1 1 2 1 1 1 2 24 
36 2 1 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 2 25 
37 1 1 1 1 1 2 2 1 1 1 2 2 1 1 1 1 2 2 24 
38 1 1 1 1 1 1 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 2 2 23 
39 2 1 1 2 1 2 2 1 1 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
40 1 1 1 1 1 2 1 1 2 1 2 1 1 2 1 1 2 2 24 
41 1 2 2 2 1 2 2 1 1 1 1 1 1 2 2 2 2 2 28 
42 2 1 1 1 1 2 1 1 1 1 2 1 1 2 1 1 2 2 24 
43 1 2 1 2 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 24 
44 1 1 2 2 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 2 2 27 
45 2 1 1 1 1 1 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 2 1 25 
46 2 1 1 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 2 24 
47 1 1 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 23 
48 2 1 1 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 1 1 24 
49 2 1 1 1 1 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 2 2 25 
50 2 1 2 1 1 2 2 1 1 1 1 1 1 2 2 2 2 1 26 
51 1 1 1 1 1 1 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 2 2 24 
52 2 1 1 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 2 1 25 
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53 1 1 1 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 2 1 24 
54 1 1 2 2 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
55 1 1 1 2 1 2 2 1 1 2 2 1 1 2 1 1 1 2 25 
56 2 1 1 1 1 1 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 2 2 25 
57 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
58 2 1 2 1 1 2 1 1 2 1 2 1 1 2 1 1 1 2 25 
59 2 1 1 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 2 1 25 
60 2 1 2 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 25 
61 1 1 1 1 1 2 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 1 2 25 
62 2 1 1 1 1 1 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 1 2 25 
63 2 1 2 1 1 2 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 1 1 26 
64 2 1 2 1 1 2 1 1 2 1 1 1 1 2 2 2 2 2 27 
65 2 1 2 1 1 2 1 2 1 1 1 1 1 2 2 2 1 2 26 



























































































































Foto 1: Investigadora ubicando los expedientes que forman parte de su muestra 
  Foto 2: Investigadora ubicando los expedientes que forman parte de su muestra 
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       Foto 4: Investigadora revisando los expedientes que forman parte de su muestra 
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Foto 6: Investigadora aplicando el instrumento de observación 
 
